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Debate al Proyecto de ley número 362 de 2023 
Cámara, por medio del cual se modifica el artículo 16 
de la Ley 617 de 2000 y se dictan otras disposiciones.

Honorables Representantes:
En cumplimiento del encargo hecho por la Honorable 

Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional 
de la Cámara de Representantes del Congreso de la 
República y de conformidad con lo establecido en el 
artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir 
Informe de Ponencia para Segundo Debate al Proyecto 
de ley número 362 de 2023 Cámara, por medio del cual 
se modifica el artículo 16 de la Ley 617 de 2000 y se 
dictan otras disposiciones con base en las siguientes 
consideraciones.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I.  Trámite del proyecto de ley
El proyecto, de iniciativa de los honorable 

Senadora Isabel Cristina Zuleta López, honorables 
Representantes Gersel Luis Pérez Altamiranda, 
Astrid Sánchez Montes de Oca, Carlos Adolfo Ardila 
Espinosa, Andrés David Calle Aguas, Ana Rogelia 
Monsalve Álvarez, Miguel Abraham Polo Polo, 
Elizabeth Jay-Pang Díaz, Silvio José Carrasquilla 
Torres, Jhoany Carlos Alberto Palacios Mosquera, 
Jorge Méndez Hernández, Mónica Karina 
Bocanegra Pantoja, Gilma Díaz Arias, Cristóbal 
Caicedo Ángulo, Orlando Castillo Advíncula, 
William Ferney Aljure Martínez, Gerson Lisímaco 
Montaño Arizala, James Hermenegildo Mosquera 
Torres, John Jairo González Agudelo, Karen Juliana 
López Salazar, Jhon Fredi Valencia Caicedo, Milene 
Jarava Díaz, Pedro Baracutao García Ospina, 
Heráclito Landinez Suárez, fue radicado en la 
Secretaría General de la Cámara de Representantes 
el día 16 de marzo de 2023, asignándole el número 
362 de 2023 Cámara y publicado en la Gaceta del 
Congreso número 177 de 2023.

En tal sentido, fui designado como ponente 
de la presente iniciativa legislativa, y se publicó 
ponencia para primer debate el día 17 de mayo 
de 2023, publicado en la Gaceta del Congreso 
número 503 de 2023 y discutido en la Comisión 
primera Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes el día 30 de mayo de 2023.

En razón de la designación realizada como 
ponente para segundo debate a la presente 
iniciativa legislativa, el día 2 de junio de 2023, se 
realizó audiencia pública en la Casa de la Cultura 
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de Palenque, en el corregimiento de Palenque, 
departamento de Bolívar, en el que intervinieron 
instituciones, entidades y particulares, con el fin de 
mejorar el proyecto de ley.

Por la designación anterior, me permito rendir 
informe de ponencia para segundo debate dentro de los 
términos de ley.

II. INTRODUCCIÓN 
La intención principal de esta iniciativa de ley es 

exaltar la tradición Etnocultural de San Basilio de 
Palenque, y de todos aquellos lugares en Colombia que 
han sido reconocidos como Patrimonio Oral e Inmaterial 
de la Humanidad por la Unesco, y sean declarados por 
el Estado colombiano a través de actos administrativos 
como Bienes de Interés Cultural de carácter Nacional. 
De conformidad, se busca implementar la posibilidad de 
que estos territorios adquieran la Categoría de Municipio 
Especial y Etnocultural con el fin de que se impulse 
el desarrollo de los mismos, entendiendo que dentro 
del eje funcional de estos se encuentra principalmente 
la prestación de los servicios públicos dentro de su 
territorio, junto con la obligación de gestionar el 
desarrollo del mismo, el mejoramiento social y cultural 
de sus habitantes, entre muchas más. 

De acuerdo con el artículo 286 de la Constitución 
Política de Colombia son entidades territoriales los 
departamentos, los distritos, los municipios y los 
territorios indígenas; y como se evidencia, no se 
encuentra enunciado el concepto de corregimiento 
en la organización territorial del Estado colombiano. 
Asimismo, el artículo 311 de la Carta Magna reconoce 
al municipio como entidad fundamental de la división 
político-administrativa del Estado, otorgándole la tarea 
de prestar servicios que determine la ley, ordenar el 
desarrollo de su territorio, promover el mejoramiento 
social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás 
funciones que le asignen la Constitución y las leyes. 

Con la implementación de la presente iniciativa 
legislativa se instituye en los territorios reconocidos 
como Patrimonios Orales e Inmateriales de la 
Humanidad la autonomía territorial, la cual se entiende 
como aquella capacidad que posee la entidad territorial 
de gestionar sus propios intereses, dentro de los límites 
de la Constitución y la ley, como también, para el 
desarrollo de los elementos esenciales del municipio. 

Así la iniciativa legislativa provee la necesidad 
de crear una institución territorial con facultades que 
permitan a los territorios tener una administración que 
genere oportunidades y que no dependa absolutamente 
del poder central u otros territorios. Por último, esta 
iniciativa busca exaltar el aporte cultural que los 
habitantes de estos lugares han realizado a la Nación, y se 
pretende potencializar aquellos elementos característicos 
de estos territorios con el fin de generar progreso en los 
mismos y conservar nuestro patrimonio cultural.

III. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
Esta iniciativa legislativa tiene por objeto adicionar a 

las excepciones de las Asambleas Departamentales para 
crear municipios, propendiendo por brindar protección y 
salvaguarda a las comunidades que han sido reconocidas 
y declaradas por la Unesco como Patrimonio Oral e 

Inmaterial de la Humanidad, y a su vez declaradas por 
el Ministerio de Cultura de la República de Colombia 
como Bien de Interés Cultural de carácter Nacional, en 
aras de lograr el fortalecimiento territorial del Estado 
con justicia, servicios, seguridad, recursos públicos e 
instituciones democráticas.

IV. ANTECEDENTES EN EL CONGRESO 
DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA DEL 
PROYECTO DE LEY QUE BUSCA ELEVAR 
EL CORREGIMIENTO DE SAN BASILIO DE 
PALENQUE A LA CATEGORÍA DE MUNICIPIO 
ESPECIAL:

En el Congreso de la República de Colombia durante 
los últimos años se ha tramitado en distintas legislaturas 
el proyecto de ley que busca elevar al corregimiento de 
San Basilio de Palenque a la Categoría de Municipio 
Especial y Etnocultural. Por ello, a continuación 
hacemos un breve recuento de los antecedentes que 
esta iniciativa ha tenido en dicho órgano legislativo, en 
aras de contextualizar un poco sobre el esfuerzo que los 
Honorables Parlamentarios y la Comunidad Palenquera 
han puesto en lograr que el Primer Pueblo Libre de 
América como lo es el Corregimiento de San Basilio de 
Palenque obtenga la reivindicación histórica y social que 
ha venido esperando de parte del Estado colombiano, 
y que por fin pueda ser elevado a la Categoría de 
Municipio Especial y Etnocultural, máxime cuando 
en su momento el doctor Iván Duque Márquez quien 
fungía como Presidente de la República de Colombia 
visitó la Comunidad de San Basilio de Palenque el 11 
de abril de 2019, y en la Plaza Principal se comprometió 
con esta población en asumir el trámite legislativo 
correspondiente ante el Congreso de la República con el 
propósito de lograr que este corregimiento fuese elevado 
a municipio:

En primer lugar, cabe destacar que, el día 16 de agosto 
de 2019, el Congreso de la República de Colombia 
realizó una Audiencia Pública en el Corregimiento de 
San Basilio de Palenque, a la cual asistieron delegados del 
Gobierno nacional, Autoridades Locales, Municipales, 
Departamentales y la comunidad en general. En esta 
Audiencia se recogieron significativos aportes para 
enriquecer el proyecto de ley que busca elevar a este 
corregimiento a la categoría de municipio especial. 

En segundo lugar, cabe reseñar que, de acuerdo a la 
Gaceta del Congreso número 1206 del Congreso de la 
República de Colombia del 10 de diciembre de 2019, se 
presentó el Proyecto de ley número 276 de 2019 Senado, 
por medio del cual se buscó modificar el artículo 16 de 
la Ley 617 de 2000, cuyo propósito era incluir una 
nueva excepcionalidad que permitiera la creación 
de municipios por razones de preservación del 
Patrimonio Cultural e Inmaterial de la Humanidad 
declarado por la Unesco, y que por parte del 
Ministerio de Cultura haya sido declarado como 
Bien de Interés Cultural de carácter Nacional. Esto 
con la finalidad de facilitar las condiciones jurídicas 
para que desde la Asamblea del departamento de 
Bolívar se procediera a crear el Municipio Especial 
de San Basilio de Palenque.
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Cabe destacar que, esta iniciativa de ley fue 
radicada en la Secretaría General del Senado de la 
República de Colombia por la entonces Ministra del 
Interior, Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, con 
el acompañamiento de los honorables Senadores 
Fernando Araújo Rumié, María del Rosario Guerra, 
y los honorables Representantes Enrique Cabrales y 
Juan Pablo Celis Vergel. 

En tercer lugar, hay que señalar que, el día 10 
de junio de 2020, la honorable Senadora María 
Fernanda Cabal Molina presentó ante la Comisión 
Primera Permanente Constitucional del Senado de 
la República el Informe de Ponencia Positiva para 
Primer Debate del Proyecto de ley número 276 de 
2019 Senado, por medio del cual se buscó modificar 
el artículo 16 de la Ley 617 de 2000, publicada en 
la Gaceta del Congreso número 336 de 2020 del 
Congreso de la República. Sin embargo, el proyecto 
de ley fue retirado el 16 de julio de 2020 por los 
autores en virtud del artículo 155 de la Ley 5ª de 
1992.

En cuarto lugar, es importante mencionar que, 
en la Legislatura del año 2021-2022 nuevamente 
fue presentado el proyecto de ley ante la Cámara de 
Representantes del Congreso de la República bajo 
el número 261, “por medio de la cual se modifica el 
artículo 16 de la Ley 617 de 2000 y se dictan otras 
disposiciones”. 

En quinto lugar, cabe resaltar que, el 29 de 
septiembre de 2021, el honorable Representante 
Juan Manuel Daza Iguarán presentó ante la Comisión 
Primera Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes la Ponencia Positiva para dar trámite 
al Proyecto de ley número 261 de 2021 Cámara, 
“por medio de la cual se modifica el artículo 16 de 
la Ley 617 de 2000 y se dictan otras disposiciones”. 
Sin embargo, por vencimiento de los términos de ley 
este proyecto fue archivado.

En sexto lugar, y de igual manera como aconteció 
en las legislaturas anteriores, hay que reseñar que, el 
12 de octubre de 2022 la honorable Representante 
a la Cámara por el departamento de Bolívar 
doctora Dorina Hernández Palomino radicó ante la 
Secretaría General de la Cámara de Representantes 
bajo el número 237 de 2022 el proyecto de ley 
titulado “por la cual se crea la entidad territorial 
municipal especial de San Basilio de Palenque y se 
dictan otras disposiciones”. Esta iniciativa de ley le 
fue asignada como Ponente para primer debate en 
la Comisión Primera Constitucional Permanente 
de la Cámara de Representante al honorable 
Representante Luis Alberto Albán Urbano, y antes 
de que fuese presentada la ponencia, la honorable 
Representante Dorina Hernández Palomino, el 23 de 
noviembre de 2022, amparada en el artículo 155 de 
la Ley 5ª de 1992, le solicitó a la Mesa Directiva de 
la Comisión Primera el retiro de dicho proyecto de 
ley. Por lo cual, la Secretaría General de la Cámara 
de Representantes procedió a archivar la iniciativa 
legislativa el 24 de noviembre de 2022.

Por último, se pretende continuar impulsando en 
la actual Legislatura 2022-2023 el proyecto de ley 
“por medio de la cual se modifica el artículo 16 de 
la Ley 617 de 2000 y se dictan otras disposiciones”, 
ya que, su aprobación facilitará el marco legal 
a través del cual la Asamblea Departamental de 
Bolívar podrá proceder a elevar a la Categoría de 
Municipio Especial al Corregimiento de San Basilio 
de Palenque, siendo este uno de los compromisos 
que se hizo dentro de su Programa de Gobierno 
durante la campaña política el actual Presidente de la 
República de Colombia, doctor Gustavo Francisco 
Petro Urrego, en el cual las y los Palenqueros tienen 
sus esperanzas puestas en recibir el cumplimiento de 
las promesas hechas por el actual Jefe de Estado de 
la Nación colombiana, ya que, como lo ha destacado 
y enaltecido el mandatario colombiano, San Basilio 
de Palenque es Patrimonio Oral e Inmaterial de la 
Humanidad declarado por la Unesco, y también es 
un Bien de Interés Cultural de carácter Nacional 
declarado por el Ministerio de Cultura de la 
República de Colombia. 

V. ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE 
LEY 

Teniendo en cuenta que el proyecto de ley tiene 
la intención de modificar el artículo 16 de la Ley 
617 del 2000, este cuenta únicamente con cinco (5) 
artículos incluyendo la vigencia, donde el primero se 
refiere a la inclusión dentro de las excepciones para 
la creación de municipios de aquellos corregimientos 
que han sido declarados como Patrimonio Oral e 
Inmaterial de la Humanidad por la Unesco, y han 
sido declarados por el Ministerio de Cultura de la 
República de Colombia como Bienes de Interés 
Cultural de carácter Nacional.

VI. CONSIDERACIONES 
1. PROYECTO DE LEY “SAN BASILIO DE 

PALENQUE MUNICIPIO ESPECIAL 
Y ETNOCULTURAL” ENFOCADO 
DESDE LAS APUESTAS DEL PLAN 
NACIONAL DE DESARROLLO 
2022-2026 “COLOMBIA POTENCIA 
MUNDIAL DE LA VIDA”:

Teniendo en cuenta que, el proyecto de ley por 
medio del cual se busca aprobar el Plan Nacional 
de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia 
Mundial de la Vida”, desarrolla las apuestas del 
Gobierno nacional las cuales sin lugar a dudas 
conllevarían a la materialización de una acción 
afirmativa y de reivindicación histórica por parte 
del Estado colombiano hacia los hijos e hijas del 
Primer Pueblo Libre en América y Rincón de África 
en Colombia, como lo es el Corregimiento de San 
Basilio de Palenque. Se trata puntualmente de 
varios aspectos y elementos establecidos en los 5 
Ejes de Transformación, y en los Ejes Transversales 
en los que se basa el Plan Nacional de Desarrollo 
que guardan estrecha relación con los postulados 
jurídicos, sociales, étnicos, culturales y productivos 
que han dado lugar a la iniciativa legal de elevar a 
la Categoría de Municipio Especial a la Comunidad 
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de San Basilio de Palenque en el departamento de 
Bolívar. 

Inicialmente, cabe destacar que, el hoy Presidente 
de la República de Colombia, doctor Gustavo 
Francisco Petro Urrego, y la Vicepresidenta de 
Colombia, doctora Francia Elena Márquez Mina, 
en el punto 3.4 de su Programa de Gobierno 
establecieron como pilar de su administración estatal 
lo siguiente: “Los hombres y mujeres campesinos, 
indígenas, afrodescendientes, negros, raizales, 
palenqueros y rrom, organizados en pueblos, 
resguardos y territorios colectivos en comunidades 
rurales y urbanas desde sus diversidades, sus 
cosmovisiones, leyes de origen, territorios, 
autoridades, modelos económicos, saberes 
ancestrales, proyectos educativos propios, idiomas, 
en fin, desde la interculturalidad con sus guardias 
campesinas, indígenas y cimarronas, gobernarán 
desde sus territorios y contribuirán orientando y 
definiendo el futuro de la nación y el planeta como 
sabios y sabias ancestrales, como fundamento de 
la economía productiva y la soberanía alimentaria 
y como guardianes de la vida, el territorio y la paz. 
Repararemos integralmente la deuda histórica con 
los pueblos afrodescendientes, negros, raizales y 
palenqueros, víctimas de la trata de esclavos, la 
esclavización y el racismo estructural, así como 
al conjunto de pueblos campesinos, indígenas y 
rrom”.

En esa misma línea, mencionan que es pertinente 
que los Grupos Étnicos tengan: “Gobiernos propios, 
autonomía y derecho a la consulta: Garantizaremos 
las formas de gobierno, administración, justicia y 
organización propias del campesinado, los pueblos 
indígenas, afrodescendientes, negros, raizales, 
palenqueros y rrom y respetaremos y haremos el 
valer el derecho fundamental al consentimiento y a 
la consulta previa, libre e informada. Fomentaremos 
y financiaremos los planes de vida, etnodesarrollo y 
comunitarios que en el marco de las autonomías los 
pueblos campesinos, indígenas, afrodescendientes, 
negros, raizales, palenqueros y rrom establezcan 
como instrumentos para su buen vivir y el vivir 
sabroso”.

“Derechos a la tierra y el territorio: En nuestro 
gobierno avanzaremos en una reforma agraria que 
distribuya con equidad y justicia social la tierra, el 
saber y el acceso al crédito para que el campesino 
y la campesina puedan vivir, trabajar, producir 
y cuidar la naturaleza y volver a ser la base de la 
economía productiva de la nación. Ampliaremos 
y fortaleceremos los territorios colectivos, la 
autonomía territorial y las formas de autoridad, 
administración y organización de los pueblos 
afrodescendientes, negros, palenqueros y raizales 
y garantizaremos el reconocimiento y la ampliación 
de los territorios indígenas, dando cumplimiento 
a los acuerdos pactados en materia de protección 
y delimitación territorial y poner en marcha las 
entidades territoriales indígenas en desarrollo de los 
artículos 286 y 330 de la Constitución Política de 
1991. Reconociendo la convivencia histórica entre 

campesinado, pueblos indígenas, afrodescendientes, 
negros, raizales y palenqueros, promoveremos el 
diálogo hacia una gobernanza intercultural”.

El compromiso del Presidente de la República 
de Colombia debe cumplirse y devolverles la 
gobernanza sobre sus territorios a comunidades 
como la palenquera que está esperanzada en 
el cumplimiento de la palabra de los actuales 
mandatarios del Estado colombiano y, por fin, 
después de tantas luchas cimarronas por la autonomía 
y la autodeterminación de los pueblos, puedan ver 
alcanzados los sueños del gran prócer libertario 
Benkos Biohó quien dio su vida por la libertad del 
territorio conocido como San Basilio de Palenque, 
el cual por las significativas contribuciones que ha 
hecho a lo largo de la historia a la construcción de 
la soberanía y progreso del Estado colombiano es 
digno merecedor de ser elevado a la categoría de 
municipio especial.

Asimismo, en la medida en que la Constitución 
Política ha reconocido la conformación pluriétnica y 
multicultural de la nación colombiana, es necesario 
seguir avanzando en un diseño de sus instituciones 
que responda a esas características, con un tratamiento 
diferenciado que permita a los habitantes de los 
territorios gestionar autónomamente sus asuntos y 
poder hacerlo de acuerdo con su identidad cultural 
y sus usos y costumbres ancestrales, y de allí que, 
en el caso de San Basilio de Palenque, sea necesario 
darle un carácter especial, que implique dotarlo de 
un régimen político, administrativo y fiscal acorde 
con su propia identidad.

Por otra parte, es importante que se tenga en cuenta 
los acuerdos suscritos por el Gobierno nacional y las 
Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras, los cuales quedaron plasmados en el 
Acta de Concertación y Protocolización del Plan 
Nacional de Desarrollo 2022-2026 con la Plenaria 
del Espacio Nacional de Consulta Previa de 
medidas legislativas y administrativas de carácter 
general susceptibles de afectar directamente a las 
Comunidades NARP, evento que tuvo lugar en el 
Hotel Tequendama de la Ciudad de Bogotá, D. C., 
los días 1, 2, 3, 4, 5 y 6 del mes de febrero del año 
2023. En dicha acta se puede evidenciar claramente 
que uno de los acuerdos suscritos entre las partes 
con relación a la Comunidad de San Basilio de 
Palenque es luchar para que se hagan las reformas y 
para que los Consejos Comunitarios sean entidades 
territoriales y las vías terciarias serán contratadas 
con los consejos comunitarios, organizaciones de 
base y demás formas y expresiones organizativas. 
Por ello, la Vicepresidenta se comprometió a “seguir 
haciendo lobby para que San Basilio de Palenque 
sea un municipio” y buscar una ruta para atender 
los temas de regalías con el DNP; y el Catastro 
Multipropósito es y seguirá siendo una apuesta del 
Gobierno nacional.

La importancia y lo vinculante de las consultas 
previas con los grupos étnicos se ratifican con 
lo establecido en el artículo 293 del Proyecto de 
Ley del Plan Nacional de Desarrollo 2022- 2026 
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“Colombia Potencia Mundial de la Vida”, en el cual 
se indica lo siguiente: 

“Artículo 293. Acuerdos de la consulta previa y 
otros espacios de diálogo. Los acuerdos realizados 
en el marco de la consulta previa con los pueblos 
indígenas hacen parte integral de la presente ley. 

Las entidades con compromisos derivados 
de escenarios de diálogo y concertación con i) 
comunidades negras, afrocolombianos, raizales, 
ii) pueblo Rrom y iii) con pueblos y comunidades 
indígenas a través de su política indígena, incluidos 
en el PND 2022-2026 “Colombia potencia mundial 
de la vida” conforme a la priorización efectuada por 
las entidades en el PPI, destinarán los recursos para 
su cumplimiento, los cuales deberán estar acorde 
con el marco de gasto de mediano plazo y el marco 
fiscal de mediano plazo”.

También, es fundamental valorar los siguientes 
artículos del proyecto de ley del Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial 
de la Vida” que están concatenados con lo arriba 
citado del Programa de Gobierno y que guardan 
estrecha relación con la apuesta estatal de convertir 
al Corregimiento de San Basilio de Palenque en 
Municipio Especial y Etnocultural para que esta 
comunidad étnica pueda gozar de los beneficios que 
el Estado destinará para las entidades territoriales de 
los grupos étnicos, en aras de reconocer y fortalecer 
los gobiernos propios:

Artículo 286. Modifíquese el artículo 4° de la 
Ley 70 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 4°. El Estado adjudicará a las 
comunidades negras de que trata esta ley la propiedad 
colectiva sobre las áreas que, de conformidad con 
las definiciones contenidas en el artículo segundo, 
comprenden las tierras baldías de las zonas rurales 
ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico y 
aquellas ubicadas en las áreas de que trata el inciso 
segundo del artículo 1° de la presente ley que vienen 
ocupando de acuerdo con sus prácticas tradicionales 
de producción.

Con tal objeto, constituirá o ampliará los territorios 
de propiedad colectiva y procederá al saneamiento 
de aquellos que estuvieren ocupados por personas 
que no pertenezcan a la respectiva parcialidad. 
Adicionalmente, los territorios tradicionalmente 
utilizados por las comunidades negras que se 
hallaren en zonas de reserva forestal también 
podrán ser objeto de constitución y/o ampliación. 
La constitución o ampliación de territorios en zonas 
de reservas forestales de Ley 2ª de 1959, deberán 
acoger las disposiciones de dichas zonificaciones 
y alinearlas dentro de sus instrumentos propios de 
planeación. Los terrenos respecto de los cuales se 
determine el derecho a la propiedad colectiva se 
denominarán para todos los efectos legales “Tierras 
de las Comunidades Negras”.

Artículo 287. Reglamentación integral de la Ley 
70 de 1993. Dentro de los seis (6) meses siguientes a 
la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno 
nacional formulará, diseñará e implementará un 

Plan Integral de Reglamentación e Implementación 
de la Ley 70 de 1993. Este plan servirá para acelerar 
los procesos en marcha de elaboración, consulta y 
expedición de los decretos reglamentarios, así como 
las medidas para garantizar los derechos al acceso a 
la tierra y la salvaguarda de los territorios, igualdad 
de oportunidades y garantías para los pueblos 
afrodescendientes, negros, raizales y palenqueros.

Las entidades estatales del orden nacional, 
conforme a sus competencias, deberán identificar 
las asignaciones presupuestales específicas para 
el cumplimiento de lo establecido en el presente 
artículo, de acuerdo con las disponibilidades 
presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y 
el Marco de Gasto de Mediano Plazo, y presentarán 
al Departamento Nacional de Planeación las 
asignaciones de manera desagregada.

Por todo lo expuesto en los párrafos anteriores, 
se evidencia la necesidad de resarcir la deuda 
histórica que el Estado colombiano ha tenido con la 
Comunidad Palenquera, y se pueda materializar esta 
acción afirmativa con enfoque diferencial étnico, 
reparativa y reivindicativa en beneficio del territorio 
que vio nacer a tantos campeones mundiales 
de boxeo que colocaron en alto el nombre de la 
República de Colombia a nivel internacional, entre 
ellos el legendario Antonio Cervantes Reyes “Kid 
Pambelé”.

Tierra que ha entregado a Colombia grandes 
folcloristas entre los que se destacan la compositora 
y cantante Graciela Salgado de la agrupación de 
bullerengue “Las Alegres Ambulancias”, y el 
maestro Rafael Cassiani Cassiani quien fuera la voz 
líder y director de la agrupación musical “Sexteto 
Tabalá”. También debemos destacar al primer actor 
de cine de talla mundial que tuvo Colombia como 
lo fue Evaristo Márquez quien marcó un hito en la 
historia al protagonizar la película “La Quemada”. 

Finalmente, hay que decir que, en honor a la 
historia colombiana y a las invaluables contribuciones 
a la formación y progreso de la Nación aportadas por 
las palenqueras y los palenqueros, sin lugar a dudas 
el corregimiento de San Basilio de Palenque amerita 
ser elevado a la categoría de Municipio Especial y 
Etnocultural. 

2. EL CASO DEL CORREGIMIENTO DE 
SAN BASILIO DE PALENQUE EN EL 
DEPARTAMENTO DE BOLÍVAR: 

San Basilio de Palenque es un corregimiento del 
municipio de Mahates al norte del departamento 
de Bolívar; se encuentra a sesenta (60) kilómetros 
de la ciudad de Cartagena de Indias. Limita con los 
corregimientos de Malagana, San Cayetano y San 
Pablo. El poblado se encuentra ubicado en uno de los 
valles al pie de los Montes de María, a unos 100 metros 
sobre el nivel del mar. La temperatura en este territorio 
es de entre 29° y 30°. Fue fundado en el siglo XVII por 
esclavos fugitivos liderados por Benkos Biohó.

Ante la resistencia de los cimarrones y la amenaza 
que representaron para sus intereses comerciales, 
las autoridades españolas en Cartagena de Indias 
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reconocieron el gobierno y el territorio autónomo de 
comunidades negras sobre una extensa zona de la 
geografía de los Montes de María, convirtiendo así a 
San Basilio de Palenque en el Primer Pueblo Libre de 
América.

El término “Palenque” se define como aquel lugar 
poblado por cimarrones o esclavizados africanos 
fugados del régimen esclavista durante el período 
colonial. De ahí que se convirtió en sinónimo de 
libertad, ya que toda persona que llegaba a formar 
parte de un palenque era automáticamente libre. De 
los numerosos palenques existentes en la Colonia, 
San Basilio es el único que ha permanecido hasta 
nuestros días librando permanentes batallas para 
conservar su identidad y sus elementos culturales 
propios. De ahí que Palenque de San Basilio sea cuna 
y testimonio de la riqueza y trascendencia cultural 
africana en el territorio colombiano. La comunidad 
de San Basilio de Palenque conserva una conciencia 
étnica que le permite entenderse como pueblo 
específico, con la única lengua criolla con base léxica 
española en la diáspora africana en el continente 
americano, una organización social sui generis 
basada en los ma-kuagro (grupos de edad), así como 
con complejos rituales fúnebres como el lumbalú o 
prácticas médicas tradicionales que evidencian un 
sistema cultural y espiritual excepcional sobre la 
vida y la muerte en la comunidad de Palenque.

Cabe señalar que, una amplia descripción del 
significado histórico, ancestral, religioso, social, 
organizativo y cultural de San Basilio de Palenque 
la podemos encontrar en el dossier publicado por el 
Ministerio de Cultura sobre esta comunidad étnica, 
en el cual se destacan los siguientes aspectos:

“El proceso de reconocimiento de San Basilio 
de Palenque, como primer pueblo libre de américa, 
con su propia territorialidad, desde sus inicios, los 
testimonia el memorial de Baltasar de la fuente a 
Antonio de Arguelles en el año 1691 y la expedición 
de la Real Cédula de agosto 23 de 1691, suscrito por 
Antonio Ortiz de Otálora por mandado del rey y en 
el cual se reconoce la convulsa situación que vive la 
provincia de Cartagena y la necesidad de suscribir el 
respectivo pacto de paz.

El reconocimiento de la libertad propiamente 
dicho se produjo en 1713, cuando se celebra por 
mediación del obispo de Cartagena Antonio María 
Cassiani, una entente cordiale, entre el Gobernador 
Francisco Baroco Leigrave y los palanqueros de 
un palenque situado en las faldas de los montes de 
maría, acompañado de un perdón general y goce 
de libertades. Los términos de este reconocimiento 
son los mismos que los estipulados en las anteriores 
negociaciones propuestas por los cimarrones a la 
corona: libertad reconocida, territorio demarcado y 
autonomía de gobierno, tres necesidades básicas para 
delinear un sentimiento de identidad y pertenencia.

(…) El fundador de las poblaciones de María la Alta, 
autorizado por don Juan de Torrezar Díaz y Pimienta, 
cedió en 1774 a los palenqueros los “comunales de San 

Basilio”. El título data de 1779 y desde entonces “han 
sido ocupados por los moradores de San Basilio”.

Esta acción diplomática constituye una de 
las grandes decisiones políticas de dimensión 
internacional, que desde ese entonces abrió las 
puertas a soluciones negociadas de conflictos sociales 
y que nos permite afirmar sin vacilación alguna que 
fuimos gestores de los pactos de paz dirigidos, estos 
a resolver situaciones políticas que se presentaron en 
momentos importantes de nuestro proceso histórico. A 
partir del reconocimiento de San Basilio de Palenque, 
fueron varios los esfuerzos que se hicieron por mitigar 
los impactos ocasionados por las practicas inhumanas 
esclavizantes e, inclusive, algunos impulsados 
por ciertas corrientes abolicionistas por razones 
económicas y políticas clamaban por la eliminación de 
la esclavitud, y se atrevieron a exigir algunas normas 
como la Real Cédula de su majestad sobre la educación, 
trato y ocupaciones de los esclavos expedida en el 
año 1789, ley de manumisión de partos de mayo de 
1821, las cuales poco a poco desembocaron en la ley 
de abolición de la esclavitud del 21 de mayo de 1851. 
Con la expedición de la Escritura Pública número 
131 de agosto 24 de 1921, depositada en la notaría 
del Carmen de Bolívar, se delimita nuevamente la 
territorialidad palenquera y se reconoce la condición 
de tierras comunales las que existen en San Basilio de 
Palenque”.

Adicionalmente, un aspecto importante a resaltar 
sobre la población de San Basilio de Palenque se debe 
a que posee una lengua nativa propia. Los mercaderes 
que traían esclavos de África, mezclaban individuos 
de diferentes regiones para evitar su comunicación 
y un posible levantamiento, por esta razón a 
América llegaron decenas de idiomas y dialectos 
que no lograron sobrevivir y ante la necesidad de 
comunicarse poco a poco construyeron una lengua 
que mezcla español, portugués, francés (lenguas de 
los colonizadores) y lenguas bantú, propias del origen 
africano, que constituyen lo que hoy se conoce como 
lengua palenquera o criollo palenquero, una de las dos 
únicas lenguas nativas que tienen las comunidades 
afrodescendientes en Colombia junto al creole 
sanandresano. 

Por todo lo anterior, San Basilio de Palenque 
ejerce una fuerte influencia en toda la Región 
Caribe colombiana y simboliza la lucha de las 
comunidades afrocolombianas por la abolición de la 
esclavitud, la reivindicación étnica, la convivencia 
y el reconocimiento de la diversidad cultural de la 
nación.

Tanto el Estado colombiano como la comunidad 
de Palenque han formulado y desarrollado varias 
acciones en favor de la preservación, conservación 
y protección de diferentes expresiones y saberes 
que constituyen la base de la identidad palenquera, 
la cual está indisolublemente ligada a la preservación 
de su gran hábitat, representado por el territorio y 
las posibilidades que esta encierra para su manejo, 
uso y usufructo, pero también para su gobierno y 
administración.
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Por otro lado, son varios los personajes reconocidos 
que nacieron en San Basilio de Palenque. En primer 
lugar, se encuentra Evaristo Márquez, quien fuera 
reconocido como el primer colombiano actor del cine 
internacional, en 1968 actuó junto a Marlon Brando 
en la película La Quemada. También está Rafael 
Cassiani, fundador y director del Sexteto Tabalá, 
una de las agrupaciones de música tradicional más 
importantes en Colombia. Por el lado del boxeo, este 
corregimiento cuenta con tres campeones mundiales, 
los hermanos Ricardo y Prudencio Cardona, y el más 
famoso personaje palenquero: Antonio Cervantes, más 
conocido como ‘Kid Pambelé’.

Debido a sus características únicas en su historia, 
formación, cultura, lengua, entre otros elementos 
esenciales de su invaluable legado étnico fue declarado 
por la Unesco como Patrimonio Oral e Inmaterial 
de la Humanidad, en el año 2005. Reconocimiento 
que le otorga plenas garantías para la defensa de 
su patrimonio cultural. Por su parte, el Gobierno 
nacional reconoció el aporte cultural de San Basilio 
de Palenque, mediante la Resolución número 1472 de 
2004 que expidiera el Ministerio de Cultura, en la que 
declara el espacio cultural de San Basilio de Palenque 
como Bien de Interés Cultural de Carácter Nacional. 
Posteriormente, nuestro país suscribió la Convención 
para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial 
mediante la Ley 1037 de 2006. 

Ser reconocido como Patrimonio Oral e Inmaterial 
de la Humanidad por la Unesco le ha permitido a 
San Basilio de Palenque abrir las puertas al mundo 
y darse a conocer como un sitio etnoturístico de gran 
importancia para la historia. Los diferentes relatos 
sobre esclavitud, lucha racial y mestizaje cobran 
vida en las calles de Palenque. Mantener tradiciones 
como el “lumbalú” una ceremonia fúnebre, su lengua 
nativa, la gastronomía tradicional, la importancia del 
tambor como instrumento predominante de su cultura 
e instaurar desde 1985 el Festival de Tambores y 
Expresiones Culturales de San Basilio de Palenque, 
permite conservar con vida sus raíces africanas y al 
mismo tiempo ligarlas a las nuestras como país.

Es necesario promover procesos de redistribución 
de los recursos en territorios con características de 
importancia para la humanidad, particularmente 
aquellos donde las comunidades étnicas necesitan de 
condiciones especiales para que prevalezca su identidad 
cultural. Convertir a San Basilio de Palenque en un 
Municipio Especial, permite brindar a la comunidad 
una autonomía política, administrativa y presupuestal 
a partir de la cual contarán con la independencia para 
llevar a cabo las acciones que consideren necesarias 
desarrollar dentro de su comunidad, y de esta manera 
lograr superar las condiciones de atraso regional que 
atraviesan en el momento y aumentar el nivel de 
calidad de vida de los palenqueros sin depender de las 
decisiones externas tomadas en el nivel central. 

De igual manera, es importante tener en cuenta 
que si bien este corregimiento es uno de los ejemplos 
más claros de la necesidad de trabajar por mejorar 
sus condiciones de vida para mantener el carácter de 
Patrimonio Oral e Inmaterial de la Humanidad, ya 

que dicha declaratoria recae específicamente sobre su 
población, no se puede dejar a un lado todas aquellas 
poblaciones que si bien no están directamente ligadas 
con la declaración de Patrimonio Cultural, sí se ven 
impactadas social, económica o culturalmente por 
dicha declaratoria que tiene la comunidad de San 
Basilio de Palenque.

Algunos de los ejemplos más claros están 
relacionados directamente con aquellos corregimientos, 
caseríos o inspecciones de policía que colindan 
directamente con estos bienes declarados Patrimonio 
de la Humanidad, como el Parque Arqueológico de 
San Agustín que se encuentra en inmediaciones de los 
corregimientos e inspecciones de Obando, El Palmar, 
Pradera, Alto del Obispo, Puerto Quinchana, entre 
otros, donde los índices de pobreza multidimensional 
promedian cerca del 70%. Lo mismo sucede con los 
alrededores del Parque Nacional de Chiribiquete, 
donde en los corregimientos e inspecciones de policía 
como Cunare, Macayarí, Dos Ríos, Patio Bonito, 
Correlio, entre otros, el nivel de pobreza alcanza al 
86% de la población. Y este patrón se mantiene con las 
poblaciones cercanas al Parque Nacional los Katíos, 
al Parque Arqueológico Nacional de Tierradentro, a la 
población a las orillas del río Pira Paraná en Vaupés 
–donde se encuentran las tradiciones de los chamanes 
yuruparí– y en general alrededor de todos aquellos 
bienes que han sido catalogados Patrimonio de la 
Humanidad.

VII. DEFINICIONES:
 PATRIMONIO CULTURAL 

INMATERIAL:
El contenido de la expresión “patrimonio cultural” 

ha cambiado bastante en las últimas décadas, 
debido, en parte, a los instrumentos elaborados 
por la Unesco. El patrimonio cultural no se limita 
a monumentos y colecciones de objetos, sino que 
comprende también tradiciones o expresiones vivas 
heredadas de nuestros antepasados y transmitidas 
a nuestros descendientes, como tradiciones orales, 
artes del espectáculo, usos sociales, rituales, actos 
festivos, conocimientos y prácticas relativos a 
la naturaleza y el universo, y saberes y técnicas 
vinculados a la artesanía tradicional.

Pese a su fragilidad, el patrimonio cultural 
inmaterial es un importante factor del mantenimiento 
de la diversidad cultural frente a la creciente 
globalización. La comprensión del patrimonio 
cultural inmaterial de diferentes comunidades 
contribuye al diálogo entre culturas y promueve el 
respeto hacia otros modos de vida. La importancia 
del patrimonio cultural inmaterial no estriba en 
la manifestación cultural en sí, sino en el acervo 
de conocimientos y técnicas que se transmiten 
de generación en generación. El valor social y 
económico de esta transmisión de conocimientos es 
pertinente para los grupos sociales tanto minoritarios 
como mayoritarios de un Estado y reviste la misma 
importancia para los países en desarrollo que para 
los países desarrollados.
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Representativo: el patrimonio cultural inmaterial 
no se valora simplemente como un bien cultural, 
a título comparativo, por su exclusividad o valor 
excepcional. Florece en las comunidades y depende 
de aquéllos cuyos conocimientos de las tradiciones, 
técnicas y costumbres se transmiten al resto de la 
comunidad, de generación en generación o a otras 
comunidades. 

Basado en la comunidad: el patrimonio cultural 
inmaterial solo puede serlo si es reconocido como 
tal por las comunidades, grupos o individuos 
que lo crean, mantienen y transmiten. Sin este 
reconocimiento, nadie puede decidir por ellos que 
una expresión o un uso determinado forma parte de 
su patrimonio.

 BIEN DE INTERÉS CULTURAL DE 
CARÁCTER NACIONAL:

Con la Ley 397 de 1997 los bienes declarados 
monumentos nacionales con anterioridad serán 
considerados como bienes de interés cultural; 
asimismo, la Ley 1185 de 2008 define que “…son 
Bienes de Interés Cultural del ámbito Nacional los 
declarados como tales por la ley, el Ministerio de 
Cultura o el Archivo General de la Nación, en lo de 
su competencia, en razón del interés especial que el 
bien revista para la comunidad en todo el territorio 
nacional” (Ley 1185 de 2008, artículo 5°, que 
modifica el artículo 8° de la Ley 397 de 1997). 

Al tenor de este artículo se reconoce que las 
declaratorias de Bienes de Interés Cultural pueden 
ser realizadas tanto por el Ministerio de Cultura y 
el Archivo General de la Nación. Sin embargo, la 
misma Ley 1185 de 2008 establece un procedimiento 
para las declaratorias de Bienes de Interés Cultural. 
Éste fue definido tras un trabajo interno de la 
Dirección de Patrimonio, donde se buscó evitar 
que las declaratorias de Bienes de Interés Cultural 
se hagan sin evaluaciones técnicas profundas que 
garanticen que esos bienes cumplan con una serie 
de criterios y donde se pretendió definir, además, 
que hay algunos de esos bienes que no pueden ser 
declarados de interés cultural sin un “Plan Especial 
de Manejo y Protección” (definido por la Ley 1185 
de 2008 en su artículo 7°, modificatorio del artículo 
11 de la Ley 397 de 1997), formulado previamente. 

Por otra parte, el literal b del artículo 4° de 
la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 
1° de la Ley 1185 de 2008, establece que “…
se consideran como bienes de interés cultural de 
los ámbitos nacional, departamental, distrital, 
municipal, o de los territorios indígenas o de las 
comunidades negras de que trata la Ley 70 de 1993 
y, en consecuencia, quedan sujetos al respectivo 
régimen de tales, los bienes materiales declarados 
como monumentos, áreas de conservación histórica, 
arqueológica o arquitectónica, conjuntos históricos 
u otras denominaciones que, con anterioridad a la 
promulgación de esta ley, hayan sido objeto de tal 
declaratoria por las autoridades competentes, o hayan 
sido incorporados a los planes de ordenamiento 
territorial…”.

VIII. IMPACTO JURÍDICO 
A. Sobre la Protección del Patrimonio 

Cultural de la Nación:
Para el Ministerio de Cultura, la importancia del 

Patrimonio Cultural en el ordenamiento jurídico 
colombiano tiene sus antecedentes en la expedición 
de la Ley 163 de 1959, por medio de la cual el Estado 
colombiano ha reconocido que “el patrimonio 
cultural de la nación está bajo la protección del 
Estado” (Constitución Política de Colombia, artículo 
72), las políticas públicas que sean adoptadas sobre 
el mismo deben ser debatidas en el marco del 
principio de representación de aquellos actores e 
instituciones responsables para con el patrimonio 
cultural de la Nación. 

La Constitución Política de 1991 contempló frente 
a la cultura su reconocimiento como fundamento 
de la nacionalidad, al considerarla una dimensión 
especial del desarrollo, un derecho de la sociedad 
y una instancia que identifica a Colombia como un 
país multiétnico y pluricultural. La Constitución 
garantiza los derechos culturales y proporciona 
los marcos para el desarrollo legislativo del sector. 
Así, en lo que respecta al patrimonio cultural, la 
protección, que compete tanto al Estado como 
a los particulares; la libertad esencial, que debe 
proyectarse en la búsqueda del conocimiento y la 
expresión artística; la propiedad exclusiva y pública 
de la nación sobre determinados bienes culturales y 
la obligación estatal de incentivar la creación y la 
gestión cultural.

(…) Por su parte, la Ley General de Cultura 
(Ley 397 de 1997) fortalece las acciones de 
protección para el patrimonio cultural a través de 
mecanismos para su gestión y su protección. Con 
la modificación de la Ley 1185 de 2008, el Estado 
buscó fijar procedimientos únicos para la protección 
y salvaguardia del patrimonio cultural de la Nación, 
basado en un principio de coordinación garantizado 
por el Sistema Nacional de Patrimonio Cultural, 
encargado de articular todo lo relativo a dicho 
patrimonio de una manera coherente y orientada.

El artículo 4° da una primera definición de 
este patrimonio, todas las expresiones, productos 
y objetos representativos de la nacionalidad 
colombiana y dentro del cual algunos conjuntos o 
bienes individuales, debido a sus especiales valores 
simbólicos, artísticos, estéticos o históricos requieren 
un especial tratamiento. Como mecanismo para el 
reconocimiento y protección del patrimonio cultural, 
la Ley plantea la categoría de los Bienes de Interés 
Cultural (BIC), a través de los cuales se declaran 
los bienes sobre la base de su representatividad 
territorial: nacional, departamental, distrital, 
municipal o de los territorios indígenas (…) La 
Ley 1185 actualiza la definición de patrimonio 
cultural de la nación de la Ley 397 de 1997; define 
un régimen especial de salvaguardia, protección, 
sostenibilidad, divulgación y estímulo para los BIC 
y para las manifestaciones de la Lista Representativa 
de Patrimonio Cultural Inmaterial (LRPCI), y 
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crea el Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, 
máximo órgano asesor del Gobierno para la toma 
de decisiones respecto del Patrimonio Cultural de 
la Nación. Igualmente, define procedimientos para 
las declaratorias y las intervenciones de BIC, para 
el diseño e implementación de los Planes Especiales 
de Manejo y Protección (PEMP) de BIC y para la 
exportación y enajenación de estos bienes.

(…) Dentro del marco normativo para la gestión, 
protección y salvaguardia del patrimonio cultural 
en Colombia, es imprescindible tener en cuenta una 
serie de instrumentos internacionales que el Estado 
colombiano ha suscrito, comprometiéndose en la 
formulación de un marco legislativo y de una política 
en pro del patrimonio cultural. Estos instrumentos y 
las leyes por medio de las cuales han sido ratificados 
se enumeran a continuación: 

• Ley 45 de 1983, por medio de la cual 
Colombia adhiere a la Convención de 
Patrimonio Mundial, Cultural y Natural 
(Unesco, 1972). 

• Ley 63 de 1983, por medio de la cual 
Colombia adhiere a la Convención sobre las 
medidas que deben adoptarse para prohibir 
e impedir la importación, la exportación y la 
transferencia de propiedad ilícitas de bienes 
culturales (Unesco, 1970). 

• Ley 340 de 1996, por medio de la cual 
Colombia adhiere a la Convención para la 
protección de los bienes culturales en caso 
de conflicto armado (Unesco, 1954). 

• Ley 899 de 2004, por la cual se aprueba el 2° 
Protocolo de la Convención de La Haya de 
1954 para la Protección de Bienes Culturales 
en Caso de Conflicto Armado. 

• Ley 1037 de 2006, por medio de la cual 
Colombia adhiere a la Convención para 
la Salvaguardia del Patrimonio Inmaterial 
(Unesco, 2003). 

• Ley 1304 de 2009, por medio de la cual se 
aprueba el Convenio de Unidroit sobre los 
Bienes Culturales Robados o Exportados 
Ilícitamente firmado en Roma el 24 de junio 
de 1995. 

Así mismo, existe una normatividad internacional 
importante que protege asuntos relacionados con el 
patrimonio inmaterial y que es descrita ampliamente 
en la política para la salvaguardia del patrimonio 
cultural inmaterial en Colombia.

(…) Colombia ingresó en la Unesco el 31 de 
octubre de 1947 y firmó la Convención sobre 
el Patrimonio Mundial el 24 de mayo de 1983. 
El interés surgido en Colombia por la cultura 
inmaterial se tradujo en medidas legales orientadas 
a su protección y fomento. Es así como la Ley 397 
de 1997 –Ley General de Cultura– incluyó como 
parte del patrimonio cultural las manifestaciones 
de cultura inmaterial. Por su parte, la Unesco, en 
su 32ª reunión, celebrada en París entre el 29 de 
septiembre y el 17 de octubre de 2003, adoptó la 

Convención para la Salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial, quinto instrumento normativo 
acogido por esta organización para la protección del 
patrimonio cultural con los siguientes objetivos: a) 
la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial; 
b) el respeto del patrimonio cultural inmaterial de las 
comunidades, grupos y personas; c) la sensibilización 
en el plano local, nacional e internacional sobre la 
importancia del patrimonio cultural inmaterial, y 
d) la cooperación y asistencia internacional para 
su salvaguardia. Colombia es Estado parte de la 
Convención, tras suscribirla y ratificarla mediante la 
Ley 1037 de 2006

Al respecto, los lineamientos y estrategias de la 
política para la salvaguardia del patrimonio cultural 
inmaterial se enmarcan dentro de esta política 
pública para la gestión, protección y salvaguardia 
del patrimonio cultural en Colombia. Con esto 
se busca lograr una visión integral del patrimonio 
cultural, donde todas las acciones a su favor tengan 
en cuenta los componentes material e inmaterial. 

Por esa razón, si bien la salvaguardia del 
patrimonio inmaterial es una estrategia dentro de 
una línea de acción específica, al mismo tiempo, y 
debido a sus dinámicas intrínsecas, el patrimonio 
inmaterial generalmente tiene soportes materiales 
que son elaborados por los grupos y comunidades 
vinculados con este patrimonio.

(…) De las convenciones internacionales 
ratificadas por el Estado colombiano, es necesario 
recalcar el compromiso y la importancia que tienen 
para esta política la Convención de la Unesco sobre 
el Patrimonio Mundial, Cultural y Natural de 1972 y 
la Convención de la Unesco para la Salvaguardia del 
Patrimonio Cultural Inmaterial de 2003. Dentro de 
estos marcos, Colombia tiene inscritos una serie de 
bienes y de manifestaciones dentro de las respectivas 
listas de patrimonio de la humanidad, con lo que ha 
adquirido grandes responsabilidades y compromisos 
en el ámbito nacional e internacional. Así mismo, al 
ratificar estas convenciones, el Estado colombiano 
se comprometió a formular e implementar políticas 
públicas específicas para dicho patrimonio.

(…) La política de Patrimonio Cultural Inmaterial 
tiene su fundamento primordial en la Constitución 
Política de Colombia en la cual se establece 
la obligación del Estado y de los particulares 
de proteger las riquezas culturales y naturales 
de la nación, como uno de sus fundamentos, y 
se consagra el respeto y reconocimiento de la 
diversidad étnica y cultural de los colombianos. 
Igualmente, la Constitución de 1991 establece que 
las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son 
también oficiales en sus territorios y determina la 
igualdad de las personas ante la ley, y el derecho 
de todos a gozar de los mismos derechos, libertades 
y oportunidades sin ninguna discriminación por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 
lengua, religión, opinión política o filosófica. En su 
artículo 70 establece la Constitución que la cultura y 
sus diferentes manifestaciones “son fundamento de 
la nacionalidad, que el Estado reconoce la igualdad 
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y dignidad de todas las que conviven en el país y que 
promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y 
la difusión de los valores culturales de la nación”.

B. Sobre la conformación y organización del 
Territorio Nacional:

Actualmente, en el ordenamiento jurídico de 
Colombia es diáfana la organización administrativa 
y política del Territorio Nacional, erigiendo así, de 
manera general, a los departamentos y municipios como 
entidades territoriales cuyas funciones y competencias 
están definidas en la Constitución y la ley.

Artículo 286. Son entidades territoriales los 
departamentos, los distritos, los municipios y los 
territorios indígenas.

Al respecto, el municipio es la entidad territorial 
fundamental de la división político administrativa del 
Estado, con autonomía política, fiscal y administrativa 
dentro de los límites que lo señalen la Constitución y 
la ley, tiene como propósito propender por el bienestar 
general y el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población en su respectivo territorio. En este sentido, 
la Constitución Política de 1991 establece el marco de 
creación de los Municipios, como sigue:

“Artículo 300. Corresponde a las Asambleas 
Departamentales, por medio de ordenanzas:

(…)
6.  Con sujeción a los requisitos que señale la ley, 

crear y suprimir municipios, segregar y agregar 
territorios municipales, y organizar provincias. 
(…)”

En desarrollo del mandato constitucional, la Ley 
136 de 1994, por la cual se dictan normas tendientes 
a modernizar la organización y el funcionamiento de 
los municipios, modificada por la Ley 617 de 2000, por 
la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, 
el Decreto Extraordinario número 1222 de 1986, se 
adiciona la ley orgánica de presupuesto, el Decreto 
número 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes 
a fortalecer la descentralización, y se dictan normas 
para la racionalización del gasto público nacional; se 
establecieron los requisitos y procedimientos, para la 
creación de nuevos municipios, así:

Artículo 8º. Requisitos. Para que una porción del 
territorio de un departamento pueda ser erigida en 
municipio se necesita que concurran las siguientes 
condiciones:

1. Que el área del municipio propuesto tenga 
identidad, atendidas las características naturales, 
sociales, económicas y culturales.

2. Que cuente por lo menos con veinticinco 
mil (25.000) habitantes y que el municipio o 
municipios de los cuales se pretende segregar 
no disminuya su población por debajo de este 
límite, según certificación del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE).

3. Que el municipio propuesto garantice, por lo 
menos, ingresos corrientes de libre destinación 
anuales equivalentes a doce mil (12.000) 
salarios mínimos mensuales vigentes, durante 
un período no inferior a cuatro (4) años; de 

conformidad con certificación previa del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

4. Previamente a la presentación del proyecto 
de ordenanza por la cual se cree un municipio 
el órgano departamental de planeación, de 
acuerdo con la metodología elaborada por 
el Departamento Nacional de Planeación 
debe elaborar el respectivo estudio, sobre la 
conveniencia económica y social de la iniciativa 
y la viabilidad de la nueva entidad, teniendo 
en cuenta sus posibilidades económicas, de 
infraestructura y su identificación como área 
de desarrollo. Con base en dicho estudio, el 
órgano departamental de planeación deberá 
expedir concepto sobre la viabilidad de crear o 
no el municipio, debiendo pronunciarse sobre 
la conveniencia de la medida para el municipio 
o los municipios de los cuales se segregaría el 
nuevo.

En ningún caso podrá crearse un municipio que 
sustraiga más de la tercera parte del territorio del 
municipio o municipios de los cuales se segrega. De 
forma previa a la sanción de la ordenanza de creación 
del municipio, el Tribunal Contencioso Administrativo 
ejercerá control automático previo sobre la legalidad de 
la misma. Si el proyecto no se encontraré ajustado a la 
ley no podrá sancionarse.

Parágrafo 1º. El respectivo proyecto de ordenanza 
podrá ser presentado a iniciativa del Gobernador, de 
los miembros de la Asamblea Departamental o por 
iniciativa popular, de conformidad con la ley. Sin 
embargo, el Gobernador estará obligado a presentarlo 
cuando por medio de consulta popular así lo decida la 
mayoría de los ciudadanos residentes en el respectivo 
territorio, así mismo la ordenanza que expida la 
respectiva asamblea deberá establecer los activos y 
pasivos que le son inherentes tanto al nuevo municipio, 
como al municipio del cual se escindió este.

Cuando no hubiere precedido la consulta popular 
a la ordenanza que apruebe la creación de un nuevo 
municipio, una vez esta se expida será sometida a 
referendo en el que participen los ciudadanos del 
respectivo territorio. El referendo deberá realizarse en 
un plazo máximo de seis (6) meses contados a partir 
de la fecha de sanción de la ordenanza. Si el proyecto 
de ordenanza fuere negado, se archivará y una nueva 
iniciativa en el mismo sentido sólo podrá presentarse 
dos (2) años después.

Parágrafo 2º. El DANE llevará un registro sobre los 
municipios que se creen. Para tal efecto, el Gobernador 
del respectivo departamento, una vez sea surtido el 
trámite de creación de un municipio, remitirá copia de 
la ordenanza y sus anexos al DANE y al Ministerio del 
Interior.

Parágrafo 3º. En cuanto al número mínimo de 
habitantes que hace referencia el numeral segundo del 
presente artículo, este crecerá anualmente según la tasa 
de crecimiento poblacional del año anterior certificada 
por el DANE”.

Así las cosas, son las Asambleas Departamentales 
las competentes, constitucional y legalmente, para 
darle vida a nuevas entidades territoriales de carácter 
municipal. Además, el área del territorio que pretenda 
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erigirse como Municipio, deberá cumplir sendos 
requisitos previos al acto de su creación, las cuales son 
de naturaleza socio-económica, ligadas a su población, 
su capacidad de generación de ingresos propios y la 
dimensión del territorio; además, de un estudio técnico 
que viabilice su creación y sostenimiento.

Sin embargo, la ley reconoce situaciones 
excepcionales para viabilizar la creación de dicha 
entidad territorial, condiciones que establece el artículo 
9º de la Ley 136 de 1994 como se expone:

“Artículo 9º. Excepción. Sin el lleno de los 
requisitos establecidos en el artículo anterior, las 
asambleas departamentales podrán crear municipios 
cuando, previo a la presentación de la ordenanza, el 
Presidente de la República considere su creación por 
razones de defensa nacional.

También podrán las Asambleas Departamentales 
elevar a municipios sin el lleno de los requisitos 
generales los corregimientos creados por el Gobierno 
nacional antes de 1991 que se encuentren ubicados en 
las zonas de frontera siempre y cuando no hagan parte 
de ningún municipio, previo visto bueno del Presidente 
de la República.

Los concejales de los municipios así creados no 
percibirán honorarios por su asistencia a las sesiones”.

En este sentido, las Asambleas Departamentales 
previo a la presentación de la ordenanza, el Presidente 
de la República considere la creación por razones de 
defensa nacional o se encuentren ubicados en zona 
de frontera, en uso de sus facultades discrecionales. 
Estableciendo la limitante que el órgano de deliberación 
administrativa, es decir el Concejo municipal, sus 
miembros no percibirán honorarios por el ejercicio de 
sus funciones.

Ahora bien, la excepción planteada para la creación 
de municipios se enmarca en situaciones que, de una 
u otra manera, buscan la protección a los nacionales 
desde el punto de vista de generar mayor presencia 
institucional del Estado en dichos territorios. La norma 
omitió la defensa de los nacionales mediante el fomento 
de la autonomía territorial desde el punto de vista de la 
identidad cultural.

IX. IMPACTO FISCAL
El presente proyecto de ley no ordena gasto u 

otorga beneficios tributarios, por lo cual no genera 
costos fiscales de conformidad con lo establecido en 
el artículo 7º de la Ley 819 de 2003. Sin embargo, 
es menester mencionar que posibilita la creación de 
nuevos municipios, lo cual de ser estos conformados 
si generarían unos costos fiscales, pero a la vez fuentes 
de ingresos adicionales. De conformidad, esta iniciativa 
legislativa no se encuentra condicionada al aval del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

X. DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LA 
INICIATIVA

Esta iniciativa legislativa evidencia la necesidad de 
posibilitar un mecanismo jurídico que permita a los 
corregimientos del país que se ven impactados por una 
declaratoria por parte de la Unesco como Patrimonio 
Oral e Inmaterial de la Humanidad, erigirse como 
entidad territorial, permitiendo con ello la autonomía 
administrativa y política de estos territorios en favor 
de la comunidad, como política de salvaguardia del 

Patrimonio Cultural e Inmaterial, y la defensa de la 
identidad Nacional. 

Así las cosas, el proyecto de ley busca adicionar a la 
excepción para el cumplimiento de los requisitos de la 
creación de municipios contenida en el artículo 9º de la 
Ley 136 de 1994 modificada por la Ley 617 de 2000, en el 
sentido que el Presidente de la República de Colombia 
puede solicitarle a las Asambleas Departamentales 
la creación de un municipio motivado en razones de 
conveniencia o de Protección a la Identidad de una 
Población Étnica. Además, se establecen dos criterios 
para motivar dicha solicitud cuando se trate de un 
corregimiento: i.) Por ser objeto de una declaratoria de 
Patrimonio Oral e Inmaterial de la Humanidad, y; ii.) 
Que el Estado colombiano lo declare Bien de Interés 
Cultural de carácter nacional. 

Esta propuesta responde al carácter general y 
abstracto de la ley con la que se beneficiara, no solamente 
el corregimiento de San Basilio de Palenque y su área de 
impacto, sino todos los territorios que de alguna manera 
se ven favorecidos con una declaratoria de Patrimonio 
de la Humanidad por la Unesco. Lo anterior posibilitará 
la concurrencia de diferentes actores en un territorio 
determinado, quienes podrán generar beneficios 
sociales y económicos a la población que allí habita, 
permitiendo una eficiencia en la ejecución de recursos 
públicos y un crecimiento en la inversión privada.

Por estas razones, este proyecto de ley contribuye 
en gran medida a combatir el mayor enemigo del 
país: la pobreza. Se busca brindar las herramientas 
adecuadas, en este caso una autonomía administrativa, 
política y presupuestal, para que las comunidades en 
donde existe un impacto social, económico y cultural 
por causa de la declaratoria de Patrimonio de la 
Humanidad puedan desenvolverse apropiadamente en 
su entorno, fortalezcan sus capacidades y corrijan sus 
propias necesidades. Una comunidad independiente, 
que trabaje en conjunto con los municipios cercanos y 
en pro de mantener la declaratoria de Patrimonio Oral 
e Inmaterial de la Humanidad, logrará un mayor nivel 
de crecimiento económico con grandes beneficios para 
todos los involucrados, lo que en un futuro se espera 
se evidencie en primera medida en la eliminación de la 
pobreza extrema de estos nuevos municipios especiales 
como lo será San Basilio de Palenque.

XI. CONSIDERACIONES FINALES: 
El Departamento Administrativo Nacional de 

Estadística, define los Corregimientos Departamentales 
como “una división del departamento al tenor del Decreto 
número 2274 del 4 de octubre de 1991, la cual incluye 
un núcleo de población. Según estás misma disposición, 
los ahora corregimientos departamentales no forman 
parte de un determinado municipio. Un corregimiento 
no es ni en la práctica ni conceptualmente es semejante 
a un municipio por lo que esas instituciones no tienen 
cabida dentro de esta unidad de territorio, poniendo en 
peligro la forma de administración de estos territorios. 

Teniendo en cuenta lo anterior, cabe mencionar la 
importancia de la función que ejerce el municipio como 
entidad territorial dentro del marco nacional, son los 
municipios los encargados de tomar las inconformidades 
de sus ciudadanos y materializar todas las soluciones a 
estas en pro del interés general, la calidad de vida local, 
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el fortalecimiento de la producción, entre otros, ya que 
son las municipalidades quienes pueden identificar 
de forma efectiva cuales son las potencialidades y al 
mismo tiempo las falencias que posee su territorio. 

Las autoridades locales municipales tienen 
competencias adicionales en materia de desarrollo 
comparadas con las que posee un corregimiento como 
es el caso de San Basilio de Palenque, resulta importante 
en este caso fortalecer en todos los aspectos a aquellos 
territorios que han dejado en alto el nombre del país 
internacionalmente por su riqueza cultural, su aporte en 
tradición y patrimonio inmaterial. Una de las maneras 
de lograr este fortalecimiento en pro del desarrollo 
y la autonomía territorial es la implementación de 
políticas de descentralización institucional, tal como 
se propone en este proyecto. El concepto de municipio 
ha evolucionado a través de la historia, propendiendo 
cada vez más por la constitución de máxima autonomía 
para el desarrollo de sus funciones en el territorio, 
convirtiéndose así en una institución de suma 
importancia del ordenamiento jurídico colombiano. 

En el caso concreto de San Basilio de Palenque, 
debe decirse que, la migración de corregimiento a 
municipalidad implica si bien una serie de beneficios 
también comporta obligaciones que deben ser asumidas 
íntegramente como la capacidad de recaudo e inversión 
en las necesidades de las personas. Sin embargo, se ha 
dicho que esta provisión de servicios resulta más sencilla 
cuando el territorio que debe ser cubierto es pequeño 
y tiene características de homogeneidad, pues de esta 
forma existe una cercanía mayor entre la administración 
de los administrados aumentando la efectividad en la 
ejecución de las funciones de prestación de servicios y 
cubrimiento de las necesidades básicas. Es así, como se 
logra materializar el beneficio de la presente iniciativa 
que permite establecer una medida que facilitará el 
desarrollo integral de territorios como San Basilio de 
Palenque que representan la riqueza cultural del país, 
y requieren de políticas dirigidas a su mejoramiento y 
desarrollo.

XII. CONFLICTO DE INTERÉS:
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3º 

de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, por la cual 
se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan 
otras disposiciones, que modifica el artículo 291 de la 
Ley 5ª de 1992, que establece la obligación al autor del 
proyecto de ley presentar la descripción de las posibles 
circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto 
de interés para la discusión y votación del proyecto, 
siendo estos, criterios guías para que los congresistas 
tomen una decisión en torno a si se encuentran en una 
causal de impedimento. 

Frente al presente proyecto de ley, se considera 
que no habría conflictos de interés, puesto que no 
generaría beneficios particulares, actuales y directos, 
conforme a lo dispuesto en la ley, dado que, el objeto 
del proyecto busca establecer condiciones para crear 
entidades territoriales del nivel municipal conforme 
al cumplimiento de unos requisitos excepcionales de 
carácter legal.

Sin embargo, se puede generar un conflicto de interés 
particular, directo y actual a los Congresistas que tengan 
un familiar, en el segundo grado de consanguinidad, 

primero de afinidad y primero civil, que fueran 
miembros de Asambleas Departamentales, toda vez 
que serán estos quienes decidan sobre la creación o no 
de las Entidades Territoriales municipales.

Finalmente, se recuerda que la descripción de los 
posibles conflictos de interés que se puedan presentar 
frente al trámite del presente proyecto de ley no exime 
del deber del Congresista de identificar causales 
adicionales.

En los términos anteriores, en nuestra condición de 
miembros del Congreso de la República y en uso del 
derecho consagrado en el artículo 152 de la Constitución 
Política de Colombia, reconociendo la existencia de la 
necesidad de la garantía de la autonomía territorial y la 
obligación del Estado de proteger el Patrimonio Cultural 
e Inmaterial, nos permitimos poner a consideración del 
Honorable Congreso, este proyecto de ley. 

XIII. PLIEGO DE MODIFICACIONES 
DE LA PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

TEXTO RADICADO TEXTO 
PROPUESTO

SOLICITUD DE 
MODIFICACIÓN

Artículo 3º. Sosteni-
bilidad Fiscal y Polí-
tica. Al corregimiento 
segregarse de un mu-
nicipio, este adminis-
trará con autonomía y 
autodeterminación las 
partidas presupuesta-
les que le sean giradas 
por parte del Gobierno 
nacional, el Gobierno 
departamental, y las 
Instituciones de Coo-
peración Internacional, 
a razón de su declara-
toria como Patrimonio 
Oral e Inmaterial de la 
Humanidad y Bien de 
Interés Cultural de ca-
rácter Nacional, siendo 
estos unos de sus prin-
cipales fuentes de in-
gresos, sin menoscabo 
de lo girado por el Mi-
nisterio de Hacienda y 
Crédito Público de la 
República de Colom-
bia para la atención a 
la población. 

Parágrafo 1º. La divi-
sión político-adminis-
trativa del ente territo-
rial, tendrá en cuenta 
sus costumbres, ances-
tralidad y etnocultura-
lidad, sin desconocer la 
necesidad de elegir sus 
autoridades democráti-
camente, promoviendo 
el mejoramiento social 
y la preservación de su 
tradición e historia.

Artículo 3º. Sosteni-
bilidad Fiscal y Polí-
tica. Al corregimiento 
segregarse de un mu-
nicipio, este adminis-
trará con autonomía 
y autodeterminación 
las partidas presu-
puestales que le sean 
giradas por parte del 
Gobierno nacional, el 
Gobierno departamen-
tal, y las Instituciones 
de Cooperación Inter-
nacional, a razón de 
su declaratoria como 
Patrimonio Oral e In-
material de la Huma-
nidad y Bien de Interés 
Cultural de carácter 
Nacional, siendo estos 
unos de sus principa-
les fuentes de ingre-
sos, sin menoscabo de 
lo girado por el Minis-
terio de Hacienda y 
Crédito Público de la 
República de Colom-
bia para la atención a 
la población. 

Parágrafo 1º. La 
división político-ad-
ministrativa del ente 
territorial, tendrá en 
cuenta sus costum-
bres, ancestralidad y 
etnoculturalidad, sin 
desconocer la necesi-
dad de elegir sus au-
toridades democrática-
mente, promoviendo 
el mejoramiento social 
y la preservación de su 
tradición e historia.

Parágrafo 2º. Au-
torícese al Gobierno 
nacional destinar las 
partidas presupuesta-
les necesarias para la 
ejecución de la ley y la 
realización de consulta 
previa con las comuni-
dades beneficiadas con 
la presente ley, si a ello 
hubiera lugar.

El día 2 de junio de 
2023 se realizó au-
diencia pública en la 
Casa de la Cultura 
de Palenque, en el 
corregimiento de Pa-
lenque, departamento 
de Bolívar, en el que 
intervinieron institu-
ciones, entidades y 
particulares, con el 
fin de mejorar el pro-
yecto de ley.

De estas intervencio-
nes surgió la necesi-
dad de anexar un pa-
rágrafo 2º al proyecto 
de ley, para garantizar 
su ejecución y la po-
sible consulta previa 
que se requiera por 
parte del Gobierno 
nacional.
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Los demás artículos siguen como quedaron en 
la Comisión Primera Constitucional de Cámara de 
Representantes, sin modificación.
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XV. PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores consideraciones, 

presento ponencia positiva y, en consecuencia, solicito 
a los honorables Representantes de la plenaria de la 
Cámara de Representantes, dar segundo debate al 
Proyecto de ley número 362 de 2023 Cámara, por medio 
del cual se modifica el artículo 16 de la Ley 617 de 2000 
y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE EN LA PLENARIA DE LA CÁMARA 
DE REPRESENTANTE DEL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 362 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 16 de la Ley 
617 de 2000 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. La presente ley tiene como objeto 
modificar el artículo 16 de la Ley 617 del 2000, para 
elevar a Municipio Especial al Corregimiento de San 
Basilio de Palenque en el departamento de Bolívar por 
razones de Salvaguarda y Preservación del Patrimonio 
Oral e Inmaterial de la Humanidad declarado por la 
Unesco, así mismo por la declaratoria del Ministerio de 
Cultura de Bien de Interés Cultural de Carácter Nacional, 
como sinónimo de soberanía territorial con enfoque 
étnico y reivindicación histórica al primer pueblo libre 
de América.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 617 
de 2000, el cual quedará así:

“Artículo 16. Modifíquese el artículo 9º de la Ley 
136 de 1994, modificado por el artículo 2º de la Ley 177 
de 1994, el cual quedará así:

Artículo 9º. Excepción. Sin el lleno de los requisitos 
establecidos en el artículo anterior, las Asambleas 

Departamentales podrán crear municipios cuando, 
previo a la presentación de la ordenanza, el Presidente 
de la República considere su creación por razones de 
defensa nacional. Asimismo, podrán crear municipios 
por razones de Salvaguarda y Preservación del 
Patrimonio Oral e Inmaterial de la Humanidad, siempre 
y cuando estos posean simultáneamente, la declaratoria 
de la Unesco, y declaratoria del Ministerio de Cultura de 
la República de Colombia como Bien de Interés Cultural 
de Carácter Nacional.

También, podrán las Asambleas Departamentales 
elevar a municipios sin el lleno de los requisitos 
generales los corregimientos creados por el Gobierno 
nacional antes de 1991 que se encuentren ubicados en 
las zonas de frontera, siempre y cuando no hagan parte 
de ningún municipio, previo visto bueno del Presidente 
de la República. 

Parágrafo. Revístase de facultades extraordinarias 
al Presidente de la República de Colombia, para que, en 
un término no superior a 6 meses contados a partir de 
la fecha de publicación de la presente ley, y de acuerdo 
a las razones antes señaladas, se eleve a categoría de 
Municipio Especial y Étnocultural al Corregimiento de 
San Basilio de Palenque en el departamento de Bolívar.

Artículo 3º. Sostenibilidad Fiscal y Política. 
Al corregimiento segregarse de un municipio, este 
administrará con autonomía y autodeterminación las 
partidas presupuestales que le sean giradas por parte 
del Gobierno nacional, el Gobierno departamental, y 
las Instituciones de Cooperación Internacional, a razón 
de su declaratoria como Patrimonio Oral e Inmaterial 
de la Humanidad y Bien de Interés Cultural de carácter 
Nacional, siendo estos unos de sus principales fuentes de 
ingresos, sin menoscabo de lo girado por el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público de la República de 
Colombia para la atención a la población. 

Parágrafo 1º. La división político-administrativa 
del ente territorial, tendrá en cuenta sus costumbres, 
ancestralidad y etnoculturalidad, sin desconocer la 
necesidad de elegir sus autoridades democráticamente, 
promoviendo el mejoramiento social y la preservación 
de su tradición e historia.

Parágrafo 2º. El Gobierno nacional destinará las 
partidas presupuestales necesarias para la realización de 
consulta previa con las comunidades beneficiadas con la 
presente ley, y la ejecución de la ley.

Artículo 4º. Información. Debe la Asamblea 
Departamental informar al Gobierno nacional, la 
creación del nuevo municipio para que coordinen y 
soliciten la inclusión del mismo en el Presupuesto 
General de la Nación y en el Plan de Desarrollo 
correspondiente. 

Artículo 5º. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su publicación y deroga las normas que le 
sean contrarias.

Cordialmente,
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TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN 
PRIMERA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DE LA HONORABLE 
CÁMARA DE REPRESENTANTES EN 

PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 362 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 16 de la Ley 
617 de 2000 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. La presente ley tiene como objeto 
modificar el artículo 16 de la Ley 617 del 2000, para 
elevar a Municipio Especial al Corregimiento de San 
Basilio de Palenque en el departamento de Bolívar por 
razones de Salvaguarda y Preservación del Patrimonio 
Oral e Inmaterial de la Humanidad declarado por la 
Unesco, así mismo por la declaratoria del Ministerio de 
Cultura de Bien de Interés Cultural de Carácter Nacional, 
como sinónimo de soberanía territorial con enfoque 
étnico y reivindicación histórica al primer pueblo libre 
de América.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 617 
de 2000, el cual quedará así:

“Artículo 16. Modifíquese el artículo 9º de la Ley 
136 de 1994, modificado por el artículo 2º de la Ley 177 
de 1994, el cual quedará así:

Artículo 9º. Excepción. Sin el lleno de los requisitos 
establecidos en el artículo anterior, las Asambleas 
Departamentales podrán crear municipios cuando, 
previo a la presentación de la ordenanza, el Presidente 
de la República considere su creación por razones de 
defensa nacional. Asimismo, podrán crear municipios 
por razones de Salvaguarda y Preservación del 
Patrimonio Oral e Inmaterial de la Humanidad, siempre 
y cuando estos posean simultáneamente, la declaratoria 
de la Unesco, y declaratoria del Ministerio de Cultura de 
la República de Colombia como Bien de Interés Cultural 
de Carácter Nacional.

También, podrán las Asambleas Departamentales 
elevar a municipios sin el lleno de los requisitos 
generales los corregimientos creados por el Gobierno 
nacional antes de 1991 que se encuentren ubicados en 
las zonas de frontera, siempre y cuando no hagan parte 
de ningún municipio, previo visto bueno del Presidente 
de la República. 

Parágrafo. Revístase de facultades extraordinarias 
al Presidente de la República de Colombia, para que, en 
un término no superior a 6 meses contados a partir de 
la fecha de publicación de la presente ley, y de acuerdo 
a las razones antes señaladas, se eleve a categoría de 
Municipio Especial y Étnocultural al Corregimiento de 
San Basilio de Palenque en el departamento de Bolívar.

Artículo 3º. Sostenibilidad Fiscal y Política. 
Al corregimiento segregarse de un municipio, este 
administrará con autonomía y autodeterminación las 
partidas presupuestales que le sean giradas por parte 
del Gobierno nacional, el Gobierno departamental, y 
las Instituciones de Cooperación Internacional, a razón 
de su declaratoria como Patrimonio Oral e Inmaterial 
de la Humanidad y Bien de Interés Cultural de carácter 
Nacional, siendo estos unos de sus principales fuentes de 
ingresos, sin menoscabo de lo girado por el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público de la República de 
Colombia para la atención a la población. 

Parágrafo. La división político-administrativa 
del ente territorial, tendrá en cuenta sus costumbres, 
ancestralidad y etnoculturalidad, sin desconocer la 
necesidad de elegir sus autoridades democráticamente, 
promoviendo el mejoramiento social y la preservación 
de su tradición e historia.

Artículo 4º. Información. Debe la Asamblea 
Departamental informar al Gobierno nacional, la creación 
del nuevo municipio para que coordinen y soliciten la 
inclusión del mismo en el Presupuesto General de la 
Nación y en el Plan de Desarrollo correspondiente. 

Artículo 5º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su publicación y deroga las normas que le sean 
contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado sin 
modificaciones el presente proyecto de ley según consta 
en el Acta número 54 de sesión de mayo 30 de 2023. 
Anunciado entre otras fechas, el 24 de mayo de 2023 
según consta en Acta número 53.

 

T E X T O S  D E  P L E N A R I A
TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA 
CÁMARA, AL PROYECTO DE LEY 

ESTATUTARIA NÚMERO 320 DE 
2022 CÁMARA - 06 DE 2022 SENADO, 

ACUMULADO CON LOS PROYECTOS DE 
LEY NÚMEROS 95 Y 109 DE 2022 SENADO

por medio de la cual se establecen medidas para 
prevenir, atender, rechazar y sancionar la violencia 
contra las mujeres en política y hacer efectivo su 

derecho a la participación en todos los niveles y se 
dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República,
DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto establecer medidas para la prevención, 
atención, seguimiento y sanción de la violencia 
contra las mujeres en política, a fin de asegurar 
que ejerzan plenamente sus derechos políticos 
y electorales y participen en forma paritaria y 
en condiciones de igualdad en todos espacios 
de la vida política y pública incluidos los 
procesos de elección, participación ciudadana y 
representación democrática, democracia interna de 
las organizaciones políticas y en el ejercicio de la 
función pública, especialmente tratándose de los 
cargos de elección popular y los ejercidos en los 
niveles decisorios de las diferentes ramas del poder 
público y demás órganos del Estado.

La presente ley tendrá desarrollo en todos los 
niveles de la estructura y organización del Estado: 
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En lo nacional, departamental, distrital, municipal, 
local y comunitario.

Artículo 2º. Violencia contra las mujeres en 
política. Se entiende por violencia contra las mujeres 
en ejercicio de su derecho a la participación política, 
toda acción, conducta u omisión realizada de forma 
directa o a través de terceros en el ámbito público 
o privado que, basada en elementos de género, 
cause daño o sufrimiento a una o varias mujeres o 
a sus familias, sin distinción de su afinidad política 
o ideológica, y que tenga por objeto o resultado 
menoscabar, restringir, impedir, desestimular, 
dificultar o anular el reconocimiento, goce y 
ejercicio de sus derechos políticos, en el marco de 
los procesos electorales, de participación ciudadana 
y representación democrática y el ejercicio de la 
función pública.

La violencia contra las mujeres en política puede 
incluir, entre otras, violencia verbal, física, sexual, 
psicológica, moral, económica o patrimonial, digital 
y simbólica.

Parágrafo. Se entenderá que las acciones, 
conductas u omisiones se basan en elementos de 
género, cuando se dirijan a una mujer por su condición 
de mujer, y tengan un impacto diferenciado en ella o 
en la población que representa.

Artículo 3º. Para los efectos de la aplicación de 
la presente ley, se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones: 

- Violencia por razón de género contra las 
mujeres: Es la violencia contra la mujer 
basada en roles y estereotipos de género 
que perpetúa su posición subordinada con 
respecto al hombre, como en el caso de las 
amenazas y agresiones verbales sexistas, 
el acoso y la violencia sexual; y que 
vulnera sus derechos humanos y libertades 
fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural civil, tanto si se 
producen en la vida pública como en la vida 
privada.

- Interseccionalidad: Son los elementos 
por los cuales las mujeres son violentadas 
de manera simultánea a su género, sexo, 
orientación sexual, edad, raza, nacionalidad, 
religión, situación de discapacidad, etnia, 
ascendencia o cualquier otra característica 
o forma de identidad con la que se busque 
discriminar y/o poner en peligro a las 
mujeres, individual o colectivamente.

- Participación ciudadana de las mujeres: 
Se entiende como el derecho de las mujeres 
a intervenir en la postulación, conformación, 
ejercicio y control del poder político y la 
toma de decisiones en la esfera pública, 
de manera complementaria a los procesos 
electorales. Estas formas de participación 
incluyen el ejercicio de los mecanismos, 
formas, espacios, canales e instancias de 
participación ciudadana.

- Presunción de riesgo extraordinario de 
género: Cuando las amenazas sean contra 
mujeres, lideresas y defensoras de derechos 
humanos, debe aplicarse la presunción 
de riesgo extraordinario de género. Esta 
presunción a favor de las mujeres en ejercicio 
de su derecho a la participación política debe 
concretarse en que, en los eventos en que 
ellas acudan a las autoridades para solicitar 
protección, la autoridad competente debe 
partir de que la solicitante, en efecto, se 
encuentra en riesgo extraordinario contra 
su vida, seguridad e integridad personal y 
tales riesgos se concretarían con actos de 
violencia de género.

Artículo 4º. Ámbito de aplicación. La presente 
ley aplica a todas las mujeres en ejercicio o goce 
de sus derechos políticos en el marco de procesos 
electorales, de participación democrática y el 
ejercicio de funciones públicas.

Artículo 5º. Interpretación y aplicación. Para 
la interpretación y aplicación de la presente ley se 
tendrán en cuenta los instrumentos internacionales 
en materia de derechos humanos, mujer y género, 
ratificados por el Estado colombiano.

Artículo 6º. Categorías de violencia contra las 
mujeres en política.

a. Violencia psicológica: Acción u omisión 
destinada a degradar y/o controlar las 
acciones, comportamientos, creencias y 
decisiones de las mujeres, por medio de 
coerción, acoso, boicot social, amenazas, 
hostigamientos u ofensas verbales y/o 
escritas de violencia física y/o violencia 
sexual en su contra o en contra de su familia, 
entre otras formas de violencia psicológica.

b. Violencia simbólica: Es aquella que a través 
de actos recurrentes de violencia contra las 
mujeres refuerza los estereotipos de género 
usando imágenes, gestos, comentarios, 
íconos o signos que reproducen la idea de 
dominación, desigualdad y discriminación 
en las relaciones sociales, sujetas a los 
procesos electorales y sus funciones públicas 
naturalizando la subordinación de la mujer en 
la sociedad y limitando su derecho a participar 
sin obstáculos en la vida pública.  
La violencia simbólica afecta principalmente 
a las mujeres de manera colectiva y a sus 
agendas políticas. 

c. Violencia económica: Acciones y omisiones 
que buscan controlar, restringir, impedir y/o 
anular el acceso a los recursos económicos y 
patrimoniales, asignados a las mujeres para 
ejercer política.

d. Violencia física: Acciones que generan 
afectaciones a la integridad física de una 
mujer o de su familia. Se refiere a lesiones, 
homicidios, feminicidios, secuestros, 
desapariciones y maltratos, con el 
objetivo de limitar la actividad política.  
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e. Violencia sexual: Cualquier acto 
de naturaleza sexual que se causa y/o tiene 
consecuencias en el contexto del ejercicio de 
la política, y a su vez resulta, o es probable 
que resulte, en daño físico, psicológico y 
emocional. Asimismo, estas acciones pueden 
tener como objetivo obligar a las mujeres a 
intercambiar favores sexuales para ganar 
una candidatura en el partido o movimiento 
político; o conseguir financiación para la 
campaña o acceso a recursos patrimoniales 
de la colectividad, e incluso anular o limitar 
la voluntad de la mujer.

f. Violencia digital: Cualquier manifestación 
o acto de violencia contra las mujeres en 
ejercicio de su derecho a la participación 
política o que la afecta en forma 
desproporcionada cometido con la asistencia 
del uso de las Tecnologías de la Información 
y Comunicación o agravado por este; a 
través del uso de redes sociales, plataformas 
digitales, correo electrónico, aplicaciones 
móviles, celular o cualquier medio 
tecnológico desde el que se pueda acceder a 
Internet o a otros entornos digitales.

g. Violencia vicaria: Es aquella que se ejerce 
de forma consiente, valiéndose de maltratar 
a una persona secundaria, para generar un 
daño a la mujer para obtener cualquier fin que 
afecte el libre ejercicio de la política. Este 
tipo de género o violencia hacia la mujer en 
su grado más alto, se constituye igualmente 
en la instrumentalización y el maltrato a los 
hijos o a cualquier miembro de la familia y, 
en los peores casos, el homicidio, con el fin 
de afectar el libre y voluntario ejercicio de la 
política por parte de la mujer.

Parágrafo. En el ámbito de violencia contra 
mujeres en política puede presentarse la concurrencia 
de violencias, es decir, que diferentes tipos de 
violencia presentes en esta ley se configuren en 
contra de una misma persona de forma simultánea 
en un mismo contexto y en uno o varios ámbitos, lo 
cual se constituirá como un agravante al momento 
de determinar la sanción a que hubiere lugar.

Artículo 7º. Derecho de las mujeres a participar 
en la vida política libre de violencia. El derecho de 
las mujeres a una vida política libre de violencia 
incluye, entre otros derechos reconocidos en las 
disposiciones vigentes:

a. El derecho a la no discriminación por razón 
de sexo o género, en el goce y ejercicio 
de sus derechos políticos, participativos y 
electorales.

b. El derecho a la libertad de expresión y la 
libertad de asociación en la vida política, 
respetando las disposiciones que regulan el 
transfuguismo y la doble militancia.

c. El derecho a vivir libre de patrones, 
estereotipos de comportamiento y de 
prácticas políticas, sociales y culturales 

basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación.

d. Se considera que los estereotipos de género 
afectan la participación de las mujeres 
cuando generan desventaja o limitan sus 
posibilidades de elección en cualquier 
instancia representativa o ciudadana, 
restringen su libertad de expresión o 
cumplimiento de tareas en el ejercicio del 
mandato o de la función pública, atentan 
contra su intimidad y privacidad, lesionando 
injustificadamente su imagen pública.

Artículo 8º. Manifestaciones de violencia 
contra las mujeres en política. Las acciones, 
conductas u omisiones constitutivas de violencia 
contra las mujeres en política pueden manifestarse 
de manera física, sexual, psicológica, simbólica, 
digital y/o económica, y tienen el propósito de 
limitar, restringir o menoscabar su representación 
política, su liderazgo, su capacidad electoral o 
imagen pública o los derechos políticos de las 
mujeres en razón de su género, siendo algunas de 
ellas las siguientes:

1. Aquellas conductas que atenten contra la 
vida e integridad personal de las mujeres 
con el objeto de limitar, anular o restringir 
sus derechos políticos o electorales, tales 
como: las agresiones físicas, el homicidio, 
el secuestro, el feminicidio, actos 
discriminatorios, hostigamiento, extorsión, 
constreñimiento ilegal, entre otras. 

2. Aquellas conductas que atenten contra la 
libertad, integridad y formación sexual 
con el objeto de limitar, anular o restringir 
sus derechos políticos o electorales, tales 
como: acoso, proposiciones, tocamientos, 
agresiones, o invitaciones sexuales que 
influyan en sus aspiraciones políticas o las 
condiciones de su actividad política, entre 
otras.

3. Aquellas conductas que atenten contra la 
integridad moral con el objeto de limitar, 
anular o restringir sus derechos políticos o 
electorales, tales como: injuriar, calumniar, 
reproducir mensajes de odio, realizar 
expresiones que denigren, desacrediten o 
descalifiquen, a las mujeres por su género, 
restringir los canales de comunicación en 
cualquiera medio virtual o físico, divulgar 
material o información íntima o privada, 
entre otras.

4. Aquellas conductas que atenten contra 
los derechos políticos, mecanismos de 
participación democrática o aquellas 
que atenten contra la seguridad pública, 
las cuales se encuentran consagradas en 
el Capítulo 1 del Título XII del Código 
Penal, que se lleven a cabo con el objeto 
de limitar, anular o restringir sus derechos 
políticos o electorales, tales como: restringir 
o anular el derecho al voto libre y secreto, 
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proporcionar intencionalmente a las mujeres, 
a las autoridades administrativas, electorales 
información falsa, errónea o incompleta.

5. Aquellas conductas que atenten contra la 
debida administración de justicia con el objeto 
de limitar, anular o restringir sus derechos 
políticos o electorales, tales como: usar las 
acciones judiciales de forma temeraria o 
de mala fe en un proceso administrativo o 
judicial, obstaculizar o impedir el acceso a la 
justicia para proteger sus derechos políticos, 
electorales o desconocer las decisiones 
adoptadas, imponer sanciones injustificadas 
o abusivas, entre otras.

6. Aquellas conductas que atenten contra la 
libertad de expresión con el objeto de limitar, 
anular o restringir sus derechos políticos o 
electorales, tales como: restringir o anular 
su libertad de expresión en los canales de 
comunicación, entre otras.

7. Suministrar intencionalmente a las mujeres 
que aspiran u ocupan un cargo de elección 
popular o en el ejercicio de sus derechos 
políticos, información falsa, errada, 
incompleta o imprecisa u omitir información 
a la mujer, que impida o induzca al incorrecto 
ejercicio de sus atribuciones o de sus derechos 
políticos o electorales en condiciones de 
igualdad e impedir que asistan a cualquier 
actividad que implique toma de decisiones.

8. Limitar o negar arbitrariamente el uso de 
cualquier recurso y/o atribución inherente al 
cargo político que ocupa la mujer, incluido el 
pago de salarios y de prestaciones asociadas 
al ejercicio del cargo en condiciones de 
igualdad.

9. Restringir el uso de la palabra de las mujeres 
en ejercicio de sus derechos políticos o 
electorales, impidiendo el derecho a voz 
de acuerdo a la normativa aplicable y en 
condiciones de igualdad.

10. Discriminar a las mujeres en el ejercicio 
de sus derechos políticos, por encontrarse 
en estado de embarazo, parto, puerperio, 
o el ejercicio de la maternidad, impedir o 
restringir su reincorporación al cargo tras 
hacer uso de la licencia de maternidad, o de 
cualquier otra licencia contemplada en la 
normatividad relacionada.

11. Imponer con base en estereotipos de género 
la realización de actividades y tareas ajenas 
a las funciones y atribuciones de su cargo 
o posición, o que tengan como resultado la 
limitación del ejercicio de la función política.

12. Instrumentalizar a la mujer a permanecer 
dentro del proceso electoral en contra de 
su voluntad, incluyendo la continuación 
de trámites sin su consentimiento y que 
comprometan sus derechos políticos.

13. Obstaculizar en razón del género, los 
derechos de asociación y afiliación a todo 
tipo de organizaciones políticas y civiles.

14. Suplantar la identidad de una mujer por 
cualquier medio incluyendo entornos 
digitales con el objetivo o el resultado de 
menoscabar o afectar negativamente su 
candidatura, imagen pública y/o limitar o 
anular sus derechos políticos o electorales 
como parte de su función política.

Parágrafo 1º. Las manifestaciones descritas 
en el presente artículo no son exhaustivas, pueden 
ser concurrentes y los hechos deberán analizarse e 
investigarse por las autoridades competentes con 
enfoque de género, con seguimiento al principio de 
debida diligencia y a las medidas de protección de 
los derechos humanos de las mujeres.

Parágrafo 2º. Las autoridades competentes 
que inicien la indagación sobre alguna de las 
manifestaciones aquí descritas u otras vigentes en la 
legislación, deberán identificar expresamente que se 
trata de un hecho que vulnera los derechos políticos 
de la presunta víctima.

Parágrafo 3º. Las entidades que concurren en la 
protección y garantía del derecho a la participación 
política, así como en la transparencia e integridad 
de los procesos electorales, deberán solicitar la 
intervención de las autoridades competentes cuando 
tengan conocimiento de la ocurrencia de alguna de 
las manifestaciones señaladas y la aplicación de las 
medidas necesarias para que cese la afectación.

Parágrafo 4º. Sin perjuicio de las competencias 
y acciones realizadas por parte de las entidades 
competentes, todos los casos de violencia contra las 
mujeres en política deberán ser de conocimiento de 
la Plataforma de Unidad de Recepción Inmediata 
para la Transparencia Electoral (URIEL), para lo 
cual, una vez conocido el caso, se remitirá de manera 
inmediata para surtir el trámite. 

CAPÍTULO II
De las medidas de prevención y atención y 

entes responsables
Sección I

Ministerio del Interior
Artículo 9º. El Gobierno nacional a través 

del Ministerio del Interior en coordinación con 
la Consejería Presidencial para la Equidad de la 
Mujer, el Ministerio de Igualdad y Equidad o quien 
haga sus veces, y articulados con las Secretarías 
departamentales, municipales y distritales de 
Gobierno o del Interior y de la Mujer y demás 
instancias que tengan a su cargo la promoción 
y garantía de los derechos políticos de las y los 
ciudadanos, diseñarán e implementarán las políticas, 
planes, programas y proyectos necesarios para 
promover el derecho de las mujeres a participar en 
la vida pública y política del país en condiciones 
de igualdad y libre de toda forma de violencia. Los 
lineamientos que orientarán el desarrollo de estas 
acciones serán:
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a. Fortalecerá la Plataforma de Unidad de 
Recepción Inmediata para la Transparencia 
Electoral (URIEL) como el mecanismo para 
recopilar los casos y denuncias de violencia 
contra las mujeres en política. Para ello, 
las entidades del Estado con competencia 
para recibir denuncias o casos de violencia 
de género que afectan el derecho a la 
participación en los términos de esta ley 
deberán realizar un registro de los mismos 
y reportarlos al Ministerio del Interior y/o 
a la Plataforma de Unidad de Recepción 
Inmediata para la Transparencia Electoral 
(URIEL) y al Observatorio Colombiano de 
las Mujeres.

b. La Plataforma de Unidad de Recepción 
Inmediata para la Transparencia Electoral 
(URIEL) deberá incluir las variables de: 
filiación partidaria, edad, pertenencia étnico-
racial, discapacidad, descripción sumaria de 
los hechos, y demás criterios que permitan 
hacer un registro detallado de las formas 
como se presenta la violencia.

c. Llevar un registro anual de los casos de 
violencia contra las mujeres en política, de 
los cuales tenga conocimiento y darlos a 
conocer al mecanismo que se diseñe.

d. Promover la formación de liderazgos 
políticos de mujeres y el fortalecimiento de 
las redes de mujeres políticas.

e. Formular estrategias de prevención y 
mitigación de riesgos de violencia contra la 
mujer en política.

f. Promover al interior de las entidades y de 
manera interinstitucional, la definición 
de procedimientos, rutas y protocolos de 
atención oportuna para las mujeres víctimas 
de violencia, y asegurar la protección eficaz 
de sus derechos políticos y electorales.

g. Fortalecer los mecanismos de observación y 
acompañamiento en los procesos electorales 
con perspectiva de género.

h. Promover en los espacios de comunicación 
institucional, el reconocimiento y respaldo 
del trabajo desempeñado por las mujeres en 
ejercicio de cargos públicos y las agendas de 
representación y participación política.

i. Suscitar espacios de sensibilización y 
prevención de la violencia contra las mujeres 
en la vida política, así como campañas 
de conocimiento y aplicación de esta ley, 
teniendo en cuenta el enfoque diferencial.

j. Instar a toda la institucionalidad garante del 
derecho a la participación al nivel nacional y 
territorial a rechazar todo acto de violencia 
contra las mujeres en política, sin perjuicio 
de las conductas que por su naturaleza 
sean objeto de sanción electoral, penal, 
disciplinaria u otra.

k. Promover en las organizaciones políticas 
una cultura de la no violencia contra las 
mujeres y acompañar la elaboración de 
marcos regulatorios y protocolos tendientes 
a prevenir, atender y sancionar la violencia 
contra las mujeres en el ámbito político.

l. Rechazar pública y oportunamente cualquier 
forma de violencia contra las mujeres en 
política y hacer llamados a la opinión pública 
para no tolerar y denunciar cualquier forma 
de discriminación y violencia contra ellas.

m. A través de la Secretaría Técnica (la cual 
se encuentra bajo responsabilidad del 
Ministerio del Interior) de la Comisión 
Intersectorial para la Respuesta Rápida a 
las Alertas Tempranas Para La Respuesta 
Rápida (CIPRAT), tendrá en cuenta y 
seguirá lo establecido en el artículo 11 del 
Decreto número 2124 de 2017 focalizando 
las reacciones rápidas y las alertas tempranas 
hacia las sujetas para la que la presente ley 
va dirigida.

n. Promuévase la participación temprana de 
niñas y adolescentes en la formación de 
liderazgos políticos de mujeres, así como 
la prevención de la violencia política contra 
niñas y adolescentes.

o. Presentar ante la Comisión Legal para 
la Equidad de la Mujer del Congreso de 
la República, dentro de los primeros tres 
(3) meses de cada anualidad, un informe 
estadístico que muestre, por lo menos, los 
datos de que trata los literales b) y c) del 
presente artículo.

Parágrafo 1º. Coordinar con el Consejo Nacional 
Electoral o quién haga sus veces, una instancia de 
vigilancia, control y seguimiento al cumplimiento 
de la presente ley.

Parágrafo 2º. La Defensoría del Pueblo, con 
apoyo del Ministerio del Interior, las Secretarías 
departamentales, municipales y distritales 
de Gobierno y de la Mujer y las Personerías 
municipales y distritales, emitirán alertas tempranas 
en los términos del procedimiento establecido en el 
Decreto número 2124 de 2017, cuando se adviertan 
y acrediten riesgos y amenazas a los derechos a la 
vida, a la integridad; libertad y seguridad personal, 
libertades civiles y políticas de las mujeres en 
política.

Parágrafo transitorio. Durante la vigencia de 
las Circunscripciones Transitorias Especiales de 
Paz, las mismas instituciones deberán coordinar, 
hacer seguimiento y evaluar mecanismos para el 
fortalecimiento de la participación política y la 
igualdad de género dentro de las organizaciones 
sociales postulantes de las listas, así como en el 
ejercicio mismo de su acción parlamentaria.

Artículo 10. Formación y capacitación para 
prevenir la violencia contra las mujeres en política. 
El Ministerio del Interior en coordinación con la 
Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, 
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el Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga 
sus veces, y los partidos políticos, incluirán en su 
estrategia de formación y capacitación en derechos 
electorales, políticos y de participación ciudadana 
dirigidos a los distintos grupos poblacionales, una 
línea referente a la prevención e identificación de la 
violencia contra las mujeres en política, así como 
herramientas para reaccionar a este tipo de acciones.

Sección II
De las Autoridades Electorales

Artículo 11. Corresponde al Consejo Nacional 
Electoral o quien haga sus veces promover, 
garantizar y proteger los derechos políticos de las 
mujeres y atender y resolver, en los casos de su 
competencia las denuncias de actos de violencia 
contra mujeres en política, que limiten, restrinjan 
o impidan el ejercicio de sus derechos políticos o 
electorales.

Parágrafo. El Consejo Nacional Electoral o 
quien haga sus veces dará traslado a las autoridades 
competentes cuando conozca de hechos de violencia 
contra mujeres en política que deban ser investigados 
y sancionados por otras autoridades.

Artículo 12. La organización electoral, adelantará 
planes, programas y proyectos para promover la 
participación ciudadana de las mujeres, fortalecer 
la democracia en Colombia, difundir valores cívicos 
y democráticos. Con anterioridad de cada jornada 
electoral pondrá a disposición de la ciudadanía 
información accesible sobre los procedimientos 
y la logística electoral, así como de las personas 
candidatas inscritas para cada elección, con el 
propósito de incentivar la participación ciudadana 
de las mujeres. También diseñará e implementará 
programas dirigidos a partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica para divulgar la 
normatividad electoral, la democratización interna 
de las organizaciones políticas, la capacitación de 
sus directivos, la administración de los registros 
de militantes, la realización de consultas internas, 
la promoción de la participación política, real y 
efectiva de las mujeres, personas de los sectores 
sociales LGBTQ+ y con orientaciones sexuales e 
identidades de género diversas y de las personas con 
discapacidad.

Parágrafo. La Registraduría Nacional del Estado 
Civil, en articulación con los entes territoriales 
apoyarán las organizaciones de acción comunal, de 
las elecciones de sus dignatarios, en el suministro 
de los cubículos de votación y capacitación, en 
aras de promover el ejercicio de la democracia y la 
participación ciudadana de las mujeres. 

Artículo 13. El Consejo Nacional Electoral 
o quien haga sus veces promoverá las medidas 
de prevención de violencia contra las mujeres en 
política, durante la actividad electoral, los procesos 
y campañas electorales e instará a los partidos y 
movimientos políticos, a prevenir, investigar y 
sancionar las conductas de violencia política.

En el marco de esta competencia deberá adoptar 
las siguientes medidas:

a. Regular internamente los procedimientos 
y competencias para atender, investigar y 
sancionar los casos de violencia contra las 
mujeres en la vida política/electoral de su 
competencia. Garantizando un término 
perentorio para llevar a cabo el procedimiento 
de forma expedita sin perjuicio del debido 
proceso.

b. El Grupo de Género, Etnias y Democracia 
Inclusiva liderará una línea de seguimiento 
de las denuncias de violencia política 
contra las mujeres a efectos de presentar 
recomendaciones para su atención.

c. Inspeccionar, vigilar y garantizar el 
cumplimiento de las medidas que 
establezcan las organizaciones políticas para 
la prevención, sanción y erradicación de la 
violencia contra las mujeres en política y 
aplicar las sanciones correspondientes en 
caso de incumplimiento, de acuerdo con la 
normativa vigente.

d. Conocer la impugnación contra las decisiones 
tomadas por los órganos estatutarios de 
los partidos y movimientos políticos, 
relacionados con violencia contra mujeres 
en política.

e. Llevar registro anual de los casos y denuncias 
reportadas por las organizaciones políticas en 
concurrencia con la Registraduría Nacional 
del Estado Civil. En este registro se incluirá 
la variable de renuncia de las mujeres a los 
diferentes cargos de elección y, en lo posible, 
la causa de renuncia.

f. Implementar y divulgar campañas o 
estrategias periódicas de prevención y 
capacitación frente a la violencia contra las 
mujeres en política, en especial durante las 
etapas del proceso electoral.

g. Establecer lineamientos mínimos para 
organizaciones políticas en la elaboración de 
marcos regulatorios internos que prevengan, 
atiendan, rechacen, investiguen y sancionen 
la violencia contra las mujeres en política. 

h. El Consejo Nacional Electoral, a través de 
la asesoría de inspección y vigilancia, podrá 
solicitar los protocolos, estatutos, códigos 
de ética y demás información interna a 
las agrupaciones políticas con derecho a 
postulación para verificar el cumplimiento 
mínimo de los lineamientos sobre violencia 
contra mujeres en política.

i. Adoptar las medidas necesarias para 
verificar el cumplimiento y eficacia de 
las acciones afirmativas dispuestas en la 
legislación en favor de la participación 
política de las mujeres y demás poblaciones 
subrepresentadas.

j. El Consejo Nacional Electoral o quien 
haga sus veces podrá imponer multas a las 
organizaciones políticas que omitan o dilaten 
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la investigación de casos en los cuales 
tenga competencia o incurran en prácticas 
o actuaciones que den lugar a la violencia 
contra las mujeres en política en los términos 
de esta ley. El monto será el establecido en el 
numeral 7 del artículo 12 de la Ley 1475 de 
2011.

k. Vigilar y hacer pública la información sobre 
los recursos que los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica destinan 
para el fortalecimiento, promoción, 
capacitaciones, prevención y erradicación de 
la violencia contra las mujeres en política, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 18 
de la Ley 1475 de 2011.

l. El Consejo Nacional Electoral en conjunto 
con el Ministerio del Interior coordinarán 
una instancia de vigilancia, control y 
seguimiento al cumplimiento de la presente 
ley, en especial el registro de los casos, la 
operatividad de las medidas de prevención, 
atención, sanción y rechazo, de acuerdo a sus 
competencias.

m. Las demás medidas que establezca la 
presente ley.

Parágrafo 1º. El Consejo Nacional Electoral o 
quien haga sus veces y sus consejos seccionales, 
en el marco de su competencia, solicitará a las 
autoridades competentes el otorgamiento de 
las medidas preventivas y de protección en los 
casos que se considere deben concurrir según sus 
competencias para atender los casos de violencia 
contra mujeres en política. 

Parágrafo 2º. Las facultades aquí otorgadas al 
Consejo Nacional Electoral o quien haga sus veces y 
sus consejos seccionales se establecen sin perjuicio 
de aquellas consignadas en la Ley 1475 de 2011.

Parágrafo 3º. El Consejo Nacional Electoral 
rendirá un informe periódico sobre los literales c), 
e), h), i), k), el cual, hará público y consultable por 
la ciudadanía garantizando el derecho de acceso a la 
información pública.

Parágrafo transitorio. El Consejo Nacional 
Electoral o quien haga sus veces deberá adoptar la 
regulación interna para prevenir, atender, rechazar 
investigar y sancionar los casos de violencia contra 
las mujeres en la vida política/electoral, en el término 
de doce (12) meses contados a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley.

Artículo 14. La Registraduría Nacional del Estado 
Civil, en su calidad de garante de la transparencia 
del proceso electoral, deberá promover el derecho 
de las mujeres a elegir y ser elegidas libres de toda 
forma de discriminación y violencia.

En tal sentido, la Registraduría deberá:
a. Dar traslado oportunamente a las autoridades 

competentes de cualquier hecho de violencia 
contra mujeres en política durante los 
procesos electorales de los que se tenga 
conocimiento. 

b. Concurrir con el Consejo Nacional Electoral 
o quien haga sus veces en la consolidación 
del mecanismo que se defina para la 
identificación y registro de los casos de 
violencia contra las mujeres en política.

c. Diseñar e implementar una política 
pedagógica sobre participación ciudadana y 
política libre de violencia contra las mujeres.

Artículo 15. Los Tribunales Seccionales de 
Garantías y Vigilancia Electoral, en ejercicio 
de las funciones que les corresponde para 
identificar posibles amenazas y vulneraciones 
a los procesos electorales deberán:

a. Hacer seguimiento y llamados a los partidos 
y agrupaciones políticas para que exista 
eficacia material de los principios de 
paridad, alternancia y universalidad, en la 
conformación de las listas de candidatas(os).

b. Efectuar llamado a los partidos y 
agrupaciones políticas para que exista 
distribución equitativa entre candidatas(os) 
en los espacios de radio, televisión, vallas, 
internet y avisos.

c. Realizar seguimiento a las campañas 
políticas, a fin de evitar conductas que inciten 
a la violencia de género, la discriminación o 
los discursos de odio.

d. Informar a las autoridades competentes 
sobre las manifestaciones de violencia 
contra las mujeres en ejercicio de su derecho 
a la participación política establecidas en la 
presente ley.

e. Monitorear y dar aviso al Consejo Nacional 
Electoral sobre la existencia de propaganda 
electoral y publicidad política física o virtual, 
que incite a la violencia contra mujeres y 
candidatas.

f. Informar al Consejo Nacional Electoral y 
demás autoridades competentes sobre los 
casos que conozcan a solicitud de parte sobre 
acoso en línea o a través de redes sociales 
contra mujeres en ejercicio de sus derechos 
políticos en el contexto electoral.

g. Dar a conocer al Consejo Nacional Electoral 
o quien haga sus veces sobre casos de 
violencia contra mujeres en política que se 
den en el contexto electoral.

h. Presentar recomendaciones ante las 
Comisiones de Coordinación y Seguimiento 
Electoral sobre casos de especial atención de 
violencia política que afecte a las mujeres.

i. Aportar en la recolección y sistematización 
de los casos de violencia contra mujeres en 
política para que sean incluidos en el registro 
en la Plataforma de Unidad de Recepción 
Inmediata para la Transparencia Electoral 
(URIEL).

Parágrafo transitorio. Estas disposiciones 
también aplicarán para los Tribunales Electorales 
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Transitorios dispuestos por el artículo transitorio 
número 10 del Acto Legislativo número 02 de 2021.

Sección III
De las Organizaciones Políticas

Artículo 16. Los partidos y movimientos políticos, 
con el acompañamiento de la dependencia de género 
o del organismo facultado para ello, deberán generar 
acciones y protocolos de sensibilización, detección, 
prevención, protección, atención y sanción de la 
violencia contra las mujeres en política, de acuerdo 
con sus estatutos y/o códigos de ética, sin afectar su 
autonomía y procesos internos.

Las organizaciones políticas tendrán como 
obligaciones mínimas:

a. Rechazar, investigar y sancionar cualquier 
expresión que implique violencia contra 
las mujeres en política ejercida por los 
militantes, miembros y directivos de la 
organización política.

b. Promover la participación política paritaria y 
en igualdad de condiciones desde sus máximas 
estructuras de decisión y organización y el 
respeto a las acciones afirmativas en favor de 
las mujeres establecidas en la ley.

c. Adelantar con cargo a los presupuestos de 
funcionamiento destinados en los numerales 
2, 3 y 5 del artículo 18 de la Ley 1475 de 2011, 
procesos de formación en derecho electoral 
y participación política con perspectiva 
de género dirigida a las personas afiliadas, 
militantes y simpatizantes y a los órganos de 
dirección de la organización política.

d. Proveer con cargo a los gastos de 
funcionamiento asistencia técnica jurídica 
específica orientada al trámite de casos 
de violencia contra mujeres en política 
o afectaciones a los derechos políticos 
de las militantes y electas de los partidos 
y movimientos políticos con personería 
jurídica.

e. Generar una ruta para la recepción de 
denuncias o quejas de casos de violencia 
contra mujeres en política y de seguimiento 
de los casos al interior de la colectividad. 
Esta ruta debe garantizar la confidencialidad 
y tener lineamientos para los casos en que 
existan conflictos de intereses entre quien 
recibe la denuncia y la denunciante.

f. Disponer de mecanismos de acceso a la 
información de forma abierta y pública sobre 
la rendición de cuentas detallada sobre los 
recursos destinados para la inclusión efectiva 
de las mujeres en política.

g. Adelantar investigaciones y determinar 
las sanciones a que haya lugar para los 
militantes, miembros directivos en casos de 
violencia contra las mujeres en política, en 
atención al principio de debida diligencia y 
con enfoque interseccional.

h. Los partidos y movimientos políticos podrán 
establecer sanciones por actuaciones de 
violencia contra las mujeres en política que 
pueden llegar hasta la expulsión del partido 
o movimiento político.

i. Establecer términos pertinentes, eficaces y 
razonables para llevar a cabo las respectivas 
investigaciones y seguimientos de casos de 
violencia contra las mujeres en política y 
para la implementación de las sanciones, en 
caso de ser necesarias.

j. Adoptar dentro de los valores éticos que rigen 
la organización política, la no tolerancia 
y el rechazo de toda forma de violencia 
y discriminación especialmente hacía las 
mujeres.

k. Incluir en la propaganda de la organización 
política mensajes que promuevan la 
participación política de mujeres y hombres 
en condiciones de igualdad.

l. Asesorar legalmente y acompañar a las 
víctimas de violencia contra mujeres 
en política, pertenecientes al partido o 
movimiento político, para que denuncien 
ante las autoridades pertinentes, incluyendo 
las direcciones territoriales.

m. Llevar un registro propio de los casos de 
violencia contra las mujeres en política 
sobre los cuales haya tenido conocimiento 
con ocasión al trámite interno o cuando la 
víctima fuere militante o simpatizante de la 
colectividad.

n. Reportar anualmente al Consejo Nacional 
Electoral o quien haga sus veces y otras 
entidades de acuerdo a su competencia 
las denuncias interpuestas al interior de la 
organización o de aquellas que conozca, en 
las cuales sus militantes sean víctimas.

o. Los partidos y/o movimientos políticos 
deberán investigar y sancionar, por medio 
de sus comités de ética, a sus miembros y 
afiliados cuando estos utilicen o permitan 
el uso de la violencia para el ejercicio de la 
participación política.

Parágrafo. Las organizaciones políticas 
como grupos significativos de ciudadanos, los 
movimientos sociales que participan en las 
diferentes circunscripciones especiales y todas 
aquellas con derecho de postulación en los procesos 
electorales, incluyendo, prácticas y procesos 
organizativos juveniles, deberán adoptar protocolos 
para la prevención y atención de la violencia contra 
las mujeres en política, los cuales serán exigibles en 
el momento de la inscripción de sus candidaturas a 
los respectivos procesos electorales.

Parágrafo transitorio. Las reformas estatutarias 
o del código de ética para la detección, prevención, 
atención y sanción de la violencia contra mujeres 
en política, deberá llevarse a cabo por los partidos 
políticos y movimientos políticos, en el término 
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de seis (6) meses contados a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley, so pena de sanción 
pecuniaria en los términos del régimen previsto en la 
Ley 1475 de 2011.

Artículo 17. Es obligación de los aspirantes, 
precandidatos, candidatos o personas electas en los 
cargos de elección popular, militantes o directivas de 
las organizaciones políticas, abstenerse de cualquier 
acción u omisión que implique violencia contra las 
mujeres en política, en los términos de la presente ley.

Dichas conductas serán sancionadas en los 
términos del estatuto y/o código de ética del partido o 
movimiento político al que pertenezca y estos deberán 
garantizar el derecho a la doble conformidad.

Lo anterior, sin perjuicio de acudir al Consejo 
Nacional Electoral por vulneración al debido proceso 
o garantías constitucionales en los mismos términos de 
la impugnación consagrada en el artículo 11 de la Ley 
1475 de 2011.

Artículo 18. Modificación al artículo 10 de la Ley 
1475 de 2011. Adiciónese el numeral 10 al artículo 10 
de la Ley 1475 de 2011:

10. Desconocer en forma reiterada el 
conocimiento, actuación y seguimiento de los 
casos de violencia contra mujeres en razón 
de ser mujer, pertenecer a un pueblo étnico, 
tener una orientación o identidad sexual 
diversas, tener una condición de discapacidad 
o cualquier otra identidad históricamente 
excluida. Mostrar connivencia con estos, no 
iniciar los procesos correspondientes o no 
realizar las denuncias del caso.

Artículo 19. Modificación el artículo 12 de la Ley 
1475 de 2011. Adiciónese el numeral 7 al artículo 12: 

7. Sanción monetaria de 20 a 50 salarios mínimos 
mensuales legales vigentes a aquellos partidos 
que incumplan lo establecido en el numeral 10 
del artículo 10.

Sección IV
De las Corporaciones Públicas

Artículo 20. Las corporaciones públicas de elección 
popular incorporarán en sus reglamentos normas para 
el debate democrático que prevengan, rechacen y 
sancionen la violencia contra las mujeres en política, 
así como los mecanismos de protección en favor de las 
víctimas. Las mesas directivas deberán verificar que 
estas normas se cumplan.

Artículo 21. Las mesas directivas de corporaciones 
públicas o instancias colectivas de participación social 
y ciudadana, deberán rendir cuentas públicas de las 
medidas y acciones tomadas para prevenir, rechazar 
y sancionar actuaciones de violencia política contra 
las mujeres en el desarrollo de las sesiones y espacios 
públicos de debate y participación.

Parágrafo. El Ministerio Público y las autoridades 
de participación que realizan vigilancia y control de 
procesos de participación ciudadana en los diferentes 
niveles, harán el acompañamiento respectivo para el 
cumplimiento de esta disposición.

Artículo 22. La Procuraduría General de la Nación, 
la Defensoría del Pueblo y las Personerías municipales 
o distritales y demás órganos de defensa de los derechos 
humanos, prestarán acompañamiento y asesoría legal 
en los casos de violación de la presente ley, y de los 
derechos en ella consagrados con el fin de garantizar 
y proteger el ejercicio de los derechos políticos o 
electorales de las mujeres víctimas de violencia de 
género en política.

Sección V
Del Ministerio Público y Organizaciones 

Sociales
Artículo 23. La Procuraduría General de la Nación 

adelantará con especial diligencia las investigaciones 
contra los servidores públicos, contra los particulares 
que ejerzan funciones públicas o manejen dineros del 
Estado que incurran en faltas disciplinarias relacionadas 
con hechos de violencia contra las mujeres en política.

Artículo 24. Las entidades que integran el Ministerio 
Público deberán sistematizar e identificar en sus 
registros si la conducta que investigan presuntamente 
afecta el derecho a la participación y/o representación 
política de las mujeres y puede constituir violencia por 
razón de género.

Este registro será reportado periódicamente a la 
Plataforma de Unidad de Recepción Inmediata para la 
Transparencia Electoral (URIEL).

Artículo 25. La Procuraduría General de la Nación 
fomentará la formación y sensibilización de operadores 
para identificar y rechazar la violencia por razón de 
género hacia las mujeres que se encuentran ejerciendo 
su derecho a la participación y representación político/
electoral o quienes ejercen funciones públicas.

Para lo anterior, podrá expedir directrices tendientes 
a garantizar la participación y representación de las 
mujeres en los procesos electorales, mecanismos de 
participación ciudadana, espacios de participación 
social y democrática con el fin de hacer efectivo el 
principio de igualdad y no discriminación por razón de 
género, sexo, etnia, religión, condición de discapacidad, 
pertenencia a la oposición, o cualquier otra condición 
específica.

Artículo 26. Todas las organizaciones sociales, 
sindicatos, organizaciones estudiantiles, movimientos 
ciudadanos, entre otras, que adelanten actividades de 
participación ciudadana con fines de representación 
política, deberán incorporar en sus normas de 
funcionamiento las siguientes obligaciones:

a. Prevenir, atender, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres en política.

b. Adoptar todas las medidas a su alcance para 
lograr la participación política paritaria de 
mujeres y hombres en igualdad de condiciones.

Sección VI
Comisión de Regulación de Comunicaciones

Artículo 27. Queda prohibida toda propaganda 
electoral que incite a la violencia por razón de género, 
o cualquier otra acción ilegal similar contra las mujeres 
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o grupo de mujeres que participan en política, por 
motivos de sexo y/o género.

CAPÍTULO III
De las garantías de protección y reparación

Sección I 
Disposiciones Comunes

Artículo 28. Las mujeres víctimas de violencia en 
política, en lo que resulte aplicable, tendrán derecho 
a las medidas de prevención, protección y atención 
consagradas en la Ley 1257 de 2008 o las disposiciones 
que hagan sus veces. Cuando las autoridades 
competentes lo consideren necesario podrán dictar:

a. Medidas cautelares de restitución de los 
derechos limitados o menoscabados con 
ocasión a la conducta constitutiva de violencia 
contra la mujer, mientras se toma una decisión 
en firme frente al caso de denuncia.

b. Medidas de restitución inmediata de los 
derechos limitados o menoscabados con 
ocasión a la conducta constitutiva de violencia 
contra la mujer en política, incluidas medidas 
simbólicas oportunas que restituyan la 
afectación política.

c. Vinculación al Programa Integral de Garantías 
a Lideresas Defensoras de Derechos Humanos 
en cabeza del Ministerio del Interior, en los 
términos de las disposiciones que lo regulen.

d. Vinculación al Programa de Prevención y 
Protección a la vida, la libertad, la integridad y la 
seguridad de personas, grupos y comunidades, 
en cabeza de la Unidad Nacional de Protección, 
la Policía Nacional y el Ministerio del Interior, 
en los términos del Decreto número 4912 de 
2011, o las disposiciones que hagan sus veces.

e. La restitución inmediata en el cargo o función 
al que fue obligada a renunciar por motivos de 
violencia política. Tratándose de miembros de 
corporaciones públicas procederá la restitución 
siempre y cuando no haya sido efectuado el 
reemplazo por vacancia absoluta.

f. Retractación o rectificación y disculpa pública 
de los actos constitutivos de violencia contra 
mujeres en política empleando el mismo 
despliegue, relevancia y trascendencia que 
tuvo la agresión.

Parágrafo. Además de las medidas de reparación 
existentes en la legislación para la violencia por 
razón de género contra las mujeres, para efectos de la 
presente ley la reparación comprende la adopción de 
garantías para continuar en el ejercicio de participación 
en condiciones de igualdad, eliminar situaciones 
de desventaja, intervenir los espacios hostiles y 
discriminatorios y garantizar la libertad de expresión, 
el acceso a la información, y acciones para restablecer 
la imagen pública cuando esta se vea lesionada.

En la identificación y definición de las medidas de 
reparación, deberán concurrir las entidades que ejercen 
autoridad, seguimiento y vigilancia sobre instancias de 
participación ciudadana, según corresponda.

Artículo 29. El Consejo Nacional Electoral o quien 
haga sus veces, protegerá de forma especial a la mujer 

candidata y/o corporada que manifieste ser víctima 
de violencia política, y tomará todas las medidas 
necesarias para que la situación de violencia cese.

Dentro de otras medidas de protección, podrá 
interponer las siguientes:

a. Retirar la propaganda electoral y/o publicación, 
incluyendo aquella que se difunde por medios digitales, 
que constituya violencia contra mujeres en política, 
haciendo públicas las razones.

El Consejo Nacional Electoral también ejercerá esta 
facultad durante el periodo legal de campaña electoral, 
tomando todas las medidas necesarias para que la 
situación de violencia no perjudique las condiciones 
de la competencia electoral.

La campaña política responsable deberá financiar 
una nueva publicidad que manifieste el respeto a los 
derechos políticos de las mujeres.

CAPÍTULO IV
De la responsabilidad y las sanciones

Sección I 
De las Faltas

Artículo 30. Las conductas constitutivas de 
violencia contra las mujeres en política darán lugar a 
responsabilidad ética, electoral, disciplinaria y penal, 
en consonancia con la normatividad vigente.

Parágrafo. La aplicación de las sanciones 
administrativas o disciplinarias se cumplirá sin perjuicio 
de la acción penal, cuando corresponda. En caso de que 
en el proceso interno administrativo o disciplinario, se 
encuentren indicios de responsabilidad penal, el hecho 
deberá ser remitido a la Fiscalía General de la Nación 
de manera inmediata.

Artículo 31. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.
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Bogotá, D. C., mayo 30 de 2023
En sesión plenaria ordinaria del 24 de mayo 

de 2023, fue aprobado en segundo debate, con 
modificaciones, el texto definitivo del Proyecto de 
Ley Estatutaria número 320 de 2022 Cámara - 06 
de 2022 Senado, acumulado con los Proyectos de 
ley número 95 y 109 de 2022 Senado, por medio 
de la cual se establecen medidas para prevenir, 
atender, rechazar y sancionar la violencia contra 
las mujeres en política y hacer efectivo su derecho 
a la participación en todos los niveles y se dictan 
otras disposiciones, con las mayorías exigidas por 
la Constitución y la ley. Esto con el fin, que el citado 
proyecto siga su curso legal y reglamentario, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 182 de 
la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 060 de mayo 24 de 2023, 
previo su anuncio en sesión plenaria ordinaria del 17 
de mayo de 2023, correspondiente al Acta número 
059.

TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA 
CÁMARA, AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 058 DE 2022 CÁMARA

por medio de la cual se crea y se autoriza a la 
Asamblea del departamento de La Guajira la 

emisión de la Estampilla Pro-Hospitales Públicos 
del departamento de La Guajira y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto, monto y tarifa de la emisión. 

Facúltese a la Asamblea Departamental de La 
Guajira para que ordene la emisión de la Estampilla 
Pro-Hospitales Públicos del departamento de 
La Guajira, hasta por la suma de trescientos mil 
millones de pesos ($300.000.000.000).

El valor de la emisión que se autoriza, será el 
correspondiente a pesos colombianos a la fecha que 
entre en vigencia la presente ley y se suspenderá una 
vez se alcance el tope autorizado.

La tarifa con que se graven los distintos actos no 
podrá exceder del tres por ciento (3%) del valor de 
los hechos a gravar.

Artículo 2º. Atribución. Autorícese a la 
Asamblea Departamental de La Guajira para que, a 
la luz de sus atribuciones constitucionales, legales y 
su reglamento interno, determine las características, 

tarifas, hechos económicos, sujetos pasivos y 
activos, las bases gravables y todos los demás asuntos 
referentes al uso obligatorio de la estampilla en las 
operaciones que se deban realizar en los diferentes 
municipios del departamento de La Guajira.

La Asamblea Departamental de La Guajira 
facultará a los concejos de los municipios del 
departamento, para que adopten la obligatoriedad 
de la aplicación de la estampilla en su municipio, 
cuya emisión se autoriza por esta ley y siempre con 
destino a las instituciones señaladas en el artículo 1º.

Parágrafo. En ningún caso estarán obligados al 
pago de esta estampilla, los contratos de prestación 
de servicios suscritos con personas naturales, cuyo 
valor sea igual o inferior a los diez (10) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes por concepto 
de honorarios mensuales y los contratos cuyo 
valor sea igual o inferior a los diez (10) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes suscritos con 
microempresas.

Artículo 3º. Destinación. Los valores recaudados 
por la Estampilla Pro-Hospitales Públicos de La 
Guajira, se destinarán a los gastos e inversiones de 
la red de hospitales públicos del departamento de La 
Guajira, principalmente para:

1. Adquisición, mantenimiento y/o reparación 
de los equipos requeridos por los diversos 
servicios que prestan las instituciones 
hospitalarias públicas del departamento, 
para garantizar la atención en salud, con el 
fin de desarrollar y cumplir adecuadamente 
con sus funciones.

2. Compra y dotación de instrumentos e 
insumos para la prestación de los diferentes 
servicios que procuran las instituciones de la 
red hospitalaria pública del departamento.

3. Adquisición y mantenimiento de los equipos 
requeridos para poner en funcionamiento 
nuevas áreas de la red hospitalaria pública del 
departamento, en lo que atañe a laboratorios, 
unidad de diagnóstico, unidad de cuidados 
intensivos, unidad de cuidado intermedio, de 
urgencias, de hospitalización, biotecnología, 
informática, comunicaciones y demás que se 
requieran para su cabal funcionamiento de 
conformidad con la demanda de servicios y 
necesidades de la población del departamento 
en materia de atención en salud.

4. Mantenimiento, ampliación, remodelación y 
adecuación de la planta física de las entidades 
a las que hace referencia el artículo 1º.

Parágrafo 1. Los recaudos provenientes de 
la estampilla se asignarán de acuerdo con las 
necesidades que presenten los hospitales públicos 
del departamento.

Parágrafo 2. El veinte por ciento (20%) de los 
valores recaudados por la Estampilla Pro-Hospitales 
Públicos de La Guajira serán destinados a los fondos 
de pensiones de la entidad beneficiaria de dichos 
recaudos. En caso de no existir pasivo pensional en 



Gaceta del Congreso  660 Jueves, 8 de junio de 2023 Página 25

dicha entidad, el porcentaje se destinará al pasivo 
pensional del departamento de La Guajira.

Artículo 4º. Eliminado. 
Artículo 5º. Responsabilidad. La obligación 

de adherir y anular la estampilla a que se refiere 
esta ley queda a cargo de los de los funcionarios 
departamentales y municipales que intervengan en 
los actos o hechos sujetos al gravamen determinados 
por la ordenanza departamental que se expida en 
desarrollo de la presente ley. El incumplimiento de 
esta obligación se sancionará por las autoridades 
disciplinarias correspondientes.

Parágrafo. La emisión, pago, adhesión o 
anulación de esta estampilla se hará a través de 
medios electrónicos, conforme a lo dispuesto en la 
Ley 2052 de 2020 y 2155 del 2021 en lo pertinente.

Artículo 6º. Recaudos. Los recaudos provenientes 
de la estampilla estarán a cargo de la Secretaría de 
Hacienda Departamental de La Guajira.

Las tesorerías encargadas del recaudo, tendrán la 
obligación so pena de incurrir en faltas disciplinarias, 
de trasladar mensualmente los recursos de la 
estampilla a la Secretaría de Hacienda Departamental, 
respetando lo ordenado en el parágrafo segundo del 
artículo 13 de la Ley 2052 del 2020, para que sean 
distribuidos de conformidad con las disposiciones 
y destinaciones específicas contempladas en la 
presente ley, y lo que se establezca al respecto en 
la ordenanza que se apruebe por la asamblea del 
departamento en virtud de la presente ley.

Artículo 7º. Control. El control y vigilancia fiscal 
del recaudo, del traslado oportuno y de la inversión 
de los recursos provenientes del cumplimiento 
de la presente ley, estará a cargo de la Contraloría 
Departamental de La Guajira y de las municipales 
donde existan, sin perjuicio de las competencias que 
tenga el nivel central de la Contraloría General de la 
República.

Los resultados del control y seguimiento al 
recaudo y ejecución de los recursos objeto de la 
presente ley serán de amplia divulgación pública y 
de fácil consulta para la ciudadanía en atención al 
principio de transparencia y publicidad.

Artículo 8º. Rendición de informe. Los directores 
de los hospitales públicos, centros de salud públicos 
y/o puestos de salud públicos del departamento de 
La Guajira anualmente deberán rendir un informe a 
la asamblea departamental o al concejo municipal, 
según sea el caso, donde se detalle la ejecución del 
recurso recibido por concepto de la estampilla aquí 
autorizada.

Artículo 9º. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga todas 
aquellas normas que le sean contrarias.

Bogotá, D. C., mayo 29 de 2023
En Sesiones Plenarias Ordinarias del 17 y 

24 de mayo de 2023, fue aprobado en Segundo 
Debate, con modificaciones, el Texto Definitivo 
del Proyecto de ley número 058 de 2022 Cámara, 
por medio de la cual se crea y se autoriza a la 
Asamblea del departamento de La Guajira la 
emisión de la Estampilla Pro-Hospitales Públicos 
del departamento de La Guajira y se dictan otras 
disposiciones. Esto con el fin, que el citado proyecto 
siga su curso legal y reglamentario, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior, según consta en Actas de Sesiones 
Plenarias Ordinarias número 059 de mayo 17 y 060 
de mayo 24 de 2023, previo su anuncio en Sesiones 
Plenarias Ordinarias del 10 y 17 de mayo de 2023, 
correspondientes a las Actas número 058 y 059, 
respectivamente.

TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA 
CÁMARA, AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 157 DE 2022 CÁMARA
por medio del cual se modifican los artículos 61 y 155 
de la Ley 1448 de 2011, y se amplían los términos para 

declarar ante el Ministerio Público.
El Congreso de la República,

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto 

ampliar los términos para que aquellas personas que se 
consideren víctimas del conflicto armado, dentro de lo 
establecido por el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 y 
que hayan sufrido hechos victimizantes con anterioridad 
y/o posterioridad a su promulgación, puedan rendir su 
declaración ante el Ministerio Público, en concordancia 
con las modificaciones propuestas por la Ley 2078 de 
2021.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 61 de la Ley 
1448 de 2011, el cual quedará así:

Artículo 61. La declaración sobre los hechos 
que configuran la situación del desplazamiento. La 
persona víctima de desplazamiento forzado deberá 
rendir declaración ante cualquiera de las instituciones 
que integran el Ministerio Público, dentro de los tres 
(3) años siguientes a la ocurrencia del hecho que dio 
origen al desplazamiento, siempre y cuando estos 
hechos hubiesen ocurrido a partir del 1 de enero de 
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1985, y no se encuentre registrada en el Registro Único 
de Víctimas. 

La declaración hará parte del Registro Único 
de Víctimas, de acuerdo con lo estipulado en el 
artículo 155 de la presente ley. La valoración que 
realice el funcionario encargado de recibir la solicitud 
de registro debe respetar los principios constitucionales 
de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia 
del derecho sustancial, así como el enfoque diferencial 
y debido proceso.

Parágrafo 1. Se establece un plazo de tres (3) años 
para la reducción del subregistro, periodo en el cual 
las víctimas del desplazamiento de años anteriores 
podrán declarar los hechos con el fin de que se decida 
su inclusión o no en el Registro.

Para este efecto, el Gobierno nacional adelantará 
una campaña de divulgación a nivel nacional 
incorporando las habilidades comunicativas para 
las personas con discapacidad cognitiva a fin de que 
las víctimas de desplazamiento forzado que no han 
declarado se acerquen al Ministerio Público para 
rendir su declaración.

Parágrafo 2. En las declaraciones presentadas tres 
(3) años después de la ocurrencia del hecho que dio 
lugar al desplazamiento forzado, el funcionario del 
Ministerio Público deberá indagar sobre las razones 
por las cuales no se llevó a cabo con anterioridad dicha 
declaración, con el fin de determinar si existen barreras 
que dificulten o impidan la accesibilidad de las víctimas 
a la protección del Estado.

En cualquier caso, se deberá preguntar sobre las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron 
su desplazamiento para contar con información 
precisa que permita decidir sobre la inclusión o no del 
declarante al Registro.

Parágrafo 3. En evento de fuerza mayor que haya 
impedido a la víctima del desplazamiento forzado 
rendir la declaración en el término establecido en el 
presente artículo, se empezará a contar el mismo desde 
el momento en que cesen las circunstancias motivo de 
tal impedimento.

La víctima de desplazamiento forzado deberá 
informar al funcionario del Ministerio Público, quien 
indagará por dichas circunstancias y enviará la 
diligencia a la Unidad Administrativa Especial para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para 
que realice las acciones pertinentes de acuerdo con los 
eventos aquí mencionados.

Artículo 3º. Modifíquese e inclúyase un parágrafo 
transitorio al artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, el cual 
quedará así:

Artículo 155. Solicitud de registro de las 
víctimas. Las víctimas deberán presentar una 
declaración ante el Ministerio Público en un término de 
cuatro (4) años contados a partir de la promulgación 
de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas 
con anterioridad a ese momento, y de tres (3) años 
contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto 
de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de 
la ley, conforme a los requisitos que para tal efecto 
defina el Gobierno nacional, y a través del instrumento 
que diseñe la Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, el cual 
será de uso obligatorio por las entidades que conforman 
el Ministerio Público.

En el evento de fuerza mayor que haya impedido a la 
víctima presentar la solicitud de registro en el término 
establecido en este artículo, se empezará a contar el 
mismo desde el momento en que cesen las circunstancias 
que motivaron tal impedimento, para lo cual deberá 
informar de ello al Ministerio Público quien remitirá tal 
información a la Unidad Administrativa Especial para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

La valoración que realice el funcionario encargado 
de realizar el proceso de valoración debe respetar 
los principios constitucionales de dignidad, buena fe, 
confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial, 
así como el enfoque diferencial.

Parágrafo. Las personas que se encuentren 
actualmente registradas como víctimas, luego de 
un proceso de valoración, no tendrán que presentar 
una declaración adicional por los mismos hechos 
victimizantes. Para efectos de determinar si la persona 
ya se encuentra registrada, se tendrán en cuenta las 
bases de datos existentes al momento de la expedición 
de la presente ley.

En los eventos en que la persona refiera hechos 
victimizantes adicionales a los contenidos en las bases 
de datos existentes, deberá presentar la declaración a la 
que se refiere el presente artículo.

Parágrafo transitorio. Las personas que se 
consideren víctimas del conflicto armado en los términos 
del artículo 3º de la presente ley, cuya solicitud de 
inclusión en el Registro Único de Víctimas les fue negada 
por haber declarado extemporáneamente, o aquellas 
que no hayan rendido declaración ante el Ministerio 
Público y no estén cobijadas por circunstancias de caso 
fortuito o fuerza mayor, podrán rendirla hasta el 8 de 
enero de 2025, en concordancia con lo modificado por 
el artículo 2º de la Ley 2078 de 2021, “Por medio de la 
cual se modifica la Ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley 
Étnicos número 4633 de 2011, 4634 de 2011 y 4635 de 
2011, prorrogando por 10 años su vigencia”.

Artículo 4º. La Procuraduría General de la Nación, 
en coordinación con la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, garantizando la 
participación activa y eficaz de la Mesa Nacional de 
Víctimas, en un plazo de tres (3) meses contados a partir 
de la promulgación de la presente ley, prorrogables 
por un término igual por una única vez, elaborará un 
Plan de Acción en el que se identifiquen y establezcan 
medidas tendientes a mitigar las barreras que limiten o 
impidan a aquellas personas que se consideren víctimas 
del conflicto armado, en los términos del artículo 3º 
de la Ley 1448 de 2011, realizar su declaración ante el 
Ministerio Público.

Artículo 5º. Vigencia. La presente ley rige a partir de 
su promulgación, tendrá una vigencia hasta el diez (10) 
de junio de dos mil treinta y uno (2031) y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 
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Bogotá, D. C., mayo 19 de 2023
En Sesión Plenaria Ordinaria del 17 de mayo 

de 2023, fue aprobado en Segundo Debate, con 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto de 
ley número 157 de 2022 Cámara, por medio del cual 
se modifican los artículos 61 y 155 de la Ley 1448 
de 2011, y se amplían los términos para declarar 
ante el Ministerio Público. Esto con el fin, que el 
citado proyecto siga su curso legal y reglamentario, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 059 de mayo 17 de 2023, 
previo su anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria 
del 10 de mayo de 2023, correspondiente al Acta 
número 058.

TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA 
CÁMARA, AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 322 DE 2022 CÁMARA, 208 DE 
2022 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo 
entre la República de Colombia y la República 
Bolivariana de Venezuela sobre el transporte 

internacional de carga y pasajeros por carretera”, 
suscrito en Cartagena de Indias, República de 

Colombia, el 1 de agosto de 2014.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébese el “Acuerdo entre la 

República de Colombia y la República Bolivariana 
de Venezuela sobre el transporte internacional 
de carga y pasajeros por carretera”, suscrito en 
Cartagena de Indias, República de Colombia, el 1 
de agosto de 2014.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1º de la Ley 7a de 1944, el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la República Bolivariana 
de Venezuela sobre el transporte internacional 
de carga y pasajeros por carretera”, suscrito en 
Cartagena de Indias, República de Colombia, el 1 de 
agosto de 2014, que por el artículo primero de esta 
ley se aprueba, obligará a la República de Colombia 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Bogotá, D. C., mayo 26 de 2023
En Sesión Plenaria Ordinaria del 24 de mayo 

de 2023, fue aprobado en Segundo Debate, con 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto de 
ley número 322 de 2022 Cámara, 208 de 2022 Senado, 
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre la 
República de Colombia y la República Bolivariana 
de Venezuela sobre el transporte internacional 
de carga y pasajeros por carretera”, suscrito en 
Cartagena de Indias, República de Colombia, el 1 
de agosto de 2014. Esto con el fin, que el citado 
proyecto siga su curso legal y reglamentario, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 182 de 
la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 060 de mayo 24 de 2023, 
previo su anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria 
del 17 de mayo de 2023, correspondiente al Acta 
número 059.

TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA 
CÁMARA, AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 450 DE 2022 CÁMARA, 85 DE 
2021 SENADO

por medio de la cual se ordena la expedición de 
un lineamiento técnico para la atención integral 
y el cuidado de la salud mental de la mujer y la 

familia en casos de duelo por pérdida gestacional 
o perinatal, y se dictan otras disposiciones - “Ley 

Brazos Vacíos”.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto establecer la obligación al Ministerio de 
Salud y Protección Social, de expedir un lineamiento 
técnico para la atención integral en casos de duelo 
por pérdida gestacional o perinatal, aplicable a todos 
los actores del sistema de salud en Colombia que 
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tengan a cargo la atención materno perinatal y de 
salud mental.

Artículo 2º. Principios y criterios. Para efectos 
de lo dispuesto en la presente ley, además de lo 
dispuesto en la Ley 2244 de 2022 o aquella que la 
modifique, sustituya o derogue, se tendrán como 
principios la dignidad humana; la solidaridad; la 
igualdad; el libre desarrollo de la personalidad; la 
celeridad y oportunidad. Asimismo, se deberán tener 
en cuenta los siguientes criterios:

2.1. Integralidad en la atención en salud. Las 
Instituciones Públicas, Privadas y mixtas del sistema 
de salud y/o quien haga sus veces, deberán brindar la 
atención integral del duelo por pérdida gestacional o 
perinatal centrada en la persona y en la garantía del 
derecho fundamental a la salud.

2.2. Atención digna. Ninguna mujer o persona 
gestante y/o familia afrontando duelo por pérdida 
gestacional o perinatal, podrá ser objeto de violencia 
psicológica o física durante la atención hospitalaria.

2.3. Prevalencia de la autonomía de la mujer 
o persona gestante. El talento humano en salud, 
así como las Instituciones Públicas, Privadas y 
mixtas del sistema de salud y/o quien haga sus 
veces y demás intervinientes en la atención materno 
perinatal, deberán atender siempre la voluntad de 
la mujer o persona gestante en lo referente a sus 
derechos frente a la atención del duelo perinatal en 
todas sus etapas. En consecuencia, ninguna mujer o 
persona gestante en duelo por pérdida gestacional 
o perinatal podrá ser sometida a procedimientos no 
consentidos durante la atención de la gestación, el 
proceso de parto o posparto.

2.4. Información. La mujer, persona gestante 
y/o familia que se encuentra afrontando duelo 
perinatal, tiene derecho a recibir información 
veraz, comprensible, oportuna, suficiente, adecuada 
y basada en evidencia, así como apoyo idóneo 
e integral en el duelo, durante toda la atención 
hospitalaria, incluido lo referente al proceso de 
lactancia en duelo; creación o recolección de 
recuerdos físicos; información sobre la autopsia 
o estudio de patología; en ningún caso de duelo 
perinatal o gestacional se hablará a la madre o 
familiar del nasciturus muerto como un objeto o 
desecho biológico; información sobre los aspectos 
legales, reglamentarios y sanitarios, los requisitos y 
el procedimiento para solicitar el cuerpo o los restos 
gestacionales derivados de la pérdida embrionaria, 
fetal o muerte neonatal, cuando así lo requiera 
la mujer o persona gestante. Así mismo, tendrá 
derecho a que le sea entregado el cuerpo o los restos 
del nasciturus, para sus honras fúnebres. De igual 
manera, tendrá derecho a que se le informe sobre 
los procedimientos, alternativas y trámites de la 
atención médica en casos de pérdida gestacional o 
perinatal. En todo caso, se garantizará la existencia 
de un proceso de consentimiento informado con 
claridad, asertividad, oportunidad, cantidad y calidad 
suficiente, a lo largo de todo el proceso de atención 

en salud en casos de duelo por pérdida gestacional o 
perinatal.

2.5. No divulgación o privacidad. El talento 
humano en salud, así como las Instituciones 
Públicas, Privadas y mixtas del sistema de salud 
y/o quien haga sus veces y demás intervinientes en 
la atención materno perinatal, deberán garantizar 
respeto total por la intimidad de la mujer o persona 
gestante en duelo por pérdida gestacional o 
perinatal, en consecuencia, se deberá garantizar un 
ambiente de protección e intimidad durante todas las 
fases de preparto, parto, recuperación y alojamiento 
hospitalario, los cuales serán parte de un programa 
de atención al duelo perinatal en las instituciones 
prestadoras de servicios de salud, para estos casos. 
Asimismo, cualquier divulgación de información 
no autorizada por la mujer o persona gestante está 
prohibida y será sancionada conforme a las normas 
vigentes.

2.6. Diversidad y no discriminación. Toda 
mujer o persona gestante en duelo por pérdida 
gestacional o perinatal, en el marco del ejercicio 
de sus derechos, debe ser reconocida en su 
diversidad y garantizarse el acceso a sus derechos 
en igualdad de condiciones. Por lo tanto, ninguna 
mujer o persona gestante podrá ser discriminada o 
limitada en sus derechos por motivos de pertenencia 
étnica, condición socioeconómica, sexo, identidad 
de género, orientación sexual, religiosa, o de 
cualquier índole. En cualquier caso, en virtud de 
esta disposición se deberán respetar los derechos 
de las personas con identidad diversa, como las 
personas trans o personas no binarias. En caso que la 
familia requiera atención para el duelo por pérdida 
gestacional o perinatal, se respetarán los mismos 
derechos.

2.7. Promoción y cuidado de la salud mental. 
Toda mujer, persona gestante y/o familia en duelo 
por pérdida gestacional o perinatal tiene derecho 
a gozar de asistencia psicosocial oportuna, idónea 
y calificada durante toda la permanencia en las 
instituciones prestadoras de servicios de salud y 
posterior al egreso de la misma y durante el tiempo 
que lo requiera, independiente del número de 
semanas de gestación que tuviera en el momento en 
que ocurrió la pérdida gestacional o perinatal.

Dicha asistencia psicosocial deberá 
proporcionarse a solicitud de la mujer o persona 
gestante, y deberá adelantarse en total imparcialidad 
ideológica, garantizando la igualdad de condiciones 
el cuidado de la salud mental de la mujer o persona 
gestante y que está siendo atendida y que afronta 
duelo por pérdida gestacional o perinatal.

2.8. Calidad e idoneidad profesional. En los 
casos de duelo por pérdida gestacional o perinatal 
los servicios de salud deberán estar centrados en la 
mujer, persona gestante y/o familia, que afronta dicha 
situación, y desarrollar intervenciones apropiadas 
desde el punto de vista médico y psicológico con 
altos estándares profesionales, éticos y de calidad. 
Ello requiere, entre otros, personal de la salud 



Gaceta del Congreso  660 Jueves, 8 de junio de 2023 Página 29

formado en abordaje y acompañamiento del duelo 
por pérdida gestacional o perinatal y una evaluación 
oportuna durante toda la estancia hospitalaria 
y después de ella, de la calidad de los servicios 
ofrecidos y la satisfacción de los usuarios.

2.9. Libertad de creencias e interculturalidad. 
El talento humano en salud, así como las Instituciones 
Públicas, Privadas y mixtas del sistema de salud y/o 
quien haga sus veces y demás intervinientes, deberán 
brindar la atención del duelo por pérdida gestacional 
o perinatal desde un enfoque diferencial de derechos, 
teniendo en cuenta la multiculturalidad del país, y las 
necesidades que tiene cada mujer o persona gestante 
de acuerdo a su propia cosmovisión, creencias, así 
como sus necesidades culturales y psicológicas. En 
todo caso, se deberá garantizar el derecho de la mujer, 
persona gestante y/o familia en duelo por pérdida 
gestacional o perinatal a tener una atención que responda 
a estas necesidades, creencias y cosmovisión.

2.10. Imparcialidad. El talento humano en salud, 
así como las Instituciones Públicas, Privadas y mixtas 
del sistema de salud y/o quien haga sus veces y demás 
intervinientes en la atención materno perinatal, deberán 
ser imparciales en la atención en salud, de manera 
que se hagan efectivos los derechos consagrados en la 
presente ley, y no se genere ninguna discriminación o 
juicio sobre las decisiones que en el curso de la atención 
tome la mujer o persona gestante en duelo por pérdida 
gestacional o perinatal.

Artículo 3º. Definiciones. Será el Ministerio de 
Salud y Protección Social o quien haga sus veces, quien 
establezca desde un criterio científico y técnico las 
definiciones de:

I. Pérdida gestacional en cualquiera de sus etapas.
II. Muerte neonatal.
III. Duelo por pérdida perinatal.
Estas definiciones sustituirán y derogarán, en lo 

correspondiente, lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 
2244 de 2022.

Artículo 4º. Lineamiento técnico para la atención 
integral en casos de duelo por pérdida gestacional o 
perinatal. El Ministerio de Salud, dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley, deberá expedir y mantener actualizado un 
lineamiento técnico para la atención integral en casos de 
duelo por pérdida gestacional o perinatal. Esta atención 
también se brindará por extensión a la familia que así lo 
solicite.

Este lineamiento de atención será aplicable por todos 
los actores del sector salud encargados de brindar dicha 
atención, y deberá contener como mínimo los siguientes 
elementos y/o parámetros: 

I. Los principios y criterios establecidos en el 
artículo 2º de la presente ley. 

II. Los principios, derechos y obligaciones 
contenidas en la Ley 2244 de 2022 o aquella 
que la modifique, sustituya o derogue, referidas 
a la atención del duelo por pérdida gestacional o 
perinatal.

III. Los derechos que tiene la mujer, persona 
gestante frente a la atención integral para el 
duelo por pérdida gestacional o perinatal.

IV. Los estándares mínimos para la atención y 
acompañamiento integral por parte de los actores 
del sistema de salud durante todo el proceso de 
duelo por pérdida gestacional o perinatal, que 
se definirán conforme a la evidencia científica 
disponible y las mejores prácticas. 

V. Los estándares de atención y acompañamiento 
en lo referente a la atención psicosocial. 

Parágrafo. El Gobierno nacional determinará dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, indicadores relacionados con calidad 
y eficiencia de la atención en salud en casos de duelo por 
pérdida gestacional o perinatal.

Artículo 5º. Obligaciones del Ministerio de Salud. 
El Ministerio de Salud y Protección Social, una vez 
expedido el lineamiento de que trata el presente artículo, 
deberá: 

a. Promover la realización de capacitaciones al 
talento humano en salud, de los servicios de 
atención ginecobstétrica, cuidado neonatal 
en todos los niveles de complejidad: básico, 
intermedio e intensivo, sobre duelo por 
pérdida gestacional o perinatal y en especial 
sobre el lineamiento del que trata el artículo 
4º. La realización y el costo asociado a 
estas capacitaciones serán asumidas por 
las instituciones de salud, de acuerdo con 
su autonomía administrativa y capacidad 
presupuestal.

b. Promover, la inclusión de contenidos sobre 
duelo por pérdida gestacional o perinatal, en 
los currículos de pregrados y postgrados en las 
carreras del sector de la salud, especialmente 
en las relacionadas con Psicología, Medicina y 
Enfermería, garantizando en todo momento la 
autonomía universitaria con que cuenta cada 
institución de educación superior.

c. Emitir las directrices correspondientes y realizar 
el seguimiento, vigilancia y control a las 
principales causas de muerte perinatal en el país. 

d. Promoverá acciones, programas, políticas y 
estrategias orientadas a la reducción de la tasa 
de mortalidad perinatal en el país, especialmente 
en aquellas regiones en donde se registren los 
indicadores más altos.

e. Efectuar el seguimiento a la implementación del 
lineamiento de atención expedido para el duelo 
por pérdida gestacional o perinatal, realizado 
a través de las secretarías de salud distritales, 
municipales y departamentales, de manera que 
se garantice en todo momento y lugar en las 
instituciones prestadoras de servicios de salud 
una atención de calidad. Así como gestionar el 
desarrollo de capacidades de dichas instituciones 
y competencias del talento humano en salud, 
directivos y administrativos en la atención del 
duelo por pérdida gestacional o perinatal.

f. Dará a conocer anualmente a través de sus 
medios tecnológicos oficiales las cifras y 
las principales causas de muerte perinatal 
en Colombia, asimismo los resultados de la 
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implementación de las acciones y estrategias de 
reducción de la tasa de mortalidad perinatal. 

Artículo 6º. Lineamiento interno en instituciones 
prestadoras de servicios de salud. Todas las instituciones 
prestadoras de servicios de salud que tengan a su cargo 
la atención gestacional o materno perinatal y de salud 
mental, deberán adoptar el lineamiento que expida 
el Ministerio de Salud y Protección Social a que hace 
referencia el artículo 4º de la presente ley, en un término 
de tres (3) meses contados a partir de su expedición.

Artículo 7º. Día Nacional de la concienciación sobre 
el duelo por pérdida gestacional o perinatal. Créase el 
“Día Nacional de la concienciación sobre el duelo por 
pérdida gestacional o perinatal” que se celebrará el 15 
de octubre de cada año.

Para efectos de la aplicación de este artículo se tendrá 
en cuenta lo dispuesto en la presente ley, en especial en 
los principios y criterios consagrados en el artículo 2º.

Artículo 8º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga disposiciones que le sean 
contrarias.

Bogotá, D. C., junio 05 de 2023
En Sesión Plenaria Ordinaria del 30 de mayo de 2023, 

fue aprobado en Segundo Debate, con modificaciones, 
el Texto Definitivo del Proyecto de ley número 450 de 
2022 Cámara, 85 de 2021 Senado, por medio de la cual 
se ordena la expedición de un lineamiento técnico para 
la atención integral y el cuidado de la salud mental 
de la mujer y la familia en casos de duelo por pérdida 
gestacional o perinatal, y se dictan otras disposiciones 
- “Ley Brazos Vacíos”. Esto con el fin, que el citado 
proyecto siga su curso legal y reglamentario, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 182 de la 
Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión Plenaria 
Ordinaria número 061 de mayo 30 de 2023, previo su 
anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria del 24 de mayo de 
2023, correspondiente al Acta número 060.
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